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I. INTRODUCCIÓN 
 
 
 
En épocas pretéritas por lo general, el gobierno estaba 
ejercido por un hombre, una tribu, o una casta, que 
hacían emanar su autoridad del derecho de conquista o 
de sucesión, pero en ningún caso provenía del 
consentimiento de los gobernados (…). El poder de los 
gobernantes era considerado algo necesario, pero 
también peligroso: como un arma que los gobernantes 
tratarían de utilizar contra sus súbditos no en menor 
grado que contra los enemigos exteriores. 
 
John Stuart Mill  
Ensayo sobre la libertad.   
 
 
Históricamente, el principio clásico de la separación de poderes es producto 
del inconformismo popular al excesivo ejercicio del poder por parte del 
gobernante en turno; de ahí que se haya promovido la adopción de un modelo 
que lograra mantener el equilibrio y preservara las libertades de los 
gobernandos ante la amenaza del ejercicio arbitrario de un poder excesivo. Es 
así como encontramos diferentes argumentos a favor de la implementación de 
herramientas que lograran hacer efectivo este principio dentro de las cuales, 
desde luego, de manera reiterada es calificada como principal aquella que 
pretende evitar el monopolio o la concentración del poder1.  
 
De tal manera que siempre que se invoca el principio de la división o 
separación de poderes se hace alusión al control, tal como fue planteado por 
                                                 
1 NEGRETTO, Gabriel. Diseño constitucional y separación de poderes en América Latina. 
Revista Mexicana de sociología vol.65 no. 1, ene/mar.2003 
 6 
 
Montesquieu, ya que este pensador francés dividía por segmentos a las 
fuerzas políticas, a la nobleza, al rey y al pueblo, pilares sobre los que, en la 
época del autor citado, descansaba el poder. Montesquieu planteaba que el 
equilibrio entre estas fuerzas se lograba mediante la división y la fijación de 
límites que se impusieran entre si, todo esto con el fin de lograr preservar la 
libertad de los conciudadanos, evitando que el pueblo esté a la merced de un 
gobernante omnipotente2. 
 
Pero esta división y control de los poderes no obedece a cuestión diferente 
que a la base fundante de la arquitectura del Estado Liberal de Derecho, 
puesto que ayuda a la comprensión de una idea de democracia que va más 
allá de la regla de las mayorías. 
 
Por otro lado, con ocasión de la Constitución del año 1991, es del caso resaltar 
que la jurisdicción constitucional y, en particular, la Corte Constitucional 
colombiana ha sido objeto de múltiples opiniones desde su consagración, las 
cuales han tenido un diferentes matices: en primer lugar, aquellas que la ven 
como una corporación con excesivos poderes y nada legitimada 
democráticamente, y  en segundo lugar esas opiniones que ven a esta 
jurisdicción, en cabeza de la Corte Constitucional, como la institución más 
sólida, garantista y cercana a los gobernados. 
 
Al margen de sus apreciaciones, lo cierto es que la consagración de la Corte 
Constitucional –como órgano de cierre de la jurisdicción constitucional– en la 
Constitución de 1991, le asignó la tarea principal de guardar la voluntad del 
constituyente primario plasmada en las disposiciones constitucionales de 
1991, pero –por su especial relevancia a lo largo de este trabajo– dentro de 
                                                 
2 GARCIA.M., Ricardo.”Problematica de la división de Poderes en la actualidad”.Revista de 
Estudios Politicos(Nueva Epoca),Número 53,Septiembre-Octubre 1986, pp. 10. 
 7 
 
sus competencias le fue asignada a la Corte Constitucional la tarea de llevar a 
cabo el control abstracto y el control concreto de constitucionalidad; el primero 
corresponde a un control normativo en el que los hechos pasan a un plano 
secundario, es una confrontación de una norma jurídica con la fuerza de una 
ley frente a la Constitución política; por el otro lado, el control concreto hace 
de la Corte el único tribunal que revisa las decisiones respecto de acciones de 
tutela instauradas por los colombianos por presunta vulneración, o puesta en 
peligro real, de los derecho fundamentales. Competencias estas que se 
consagraron en el artículo 2413 de la, también llamada, norma superior, o Ley 
fundamental. En palabras de Henao Pérez: “La Carta impuso a la Corte 
Constitucional dos deberes para cumplir su obligación de guardar la integridad 
y la supremacía de la Constitución: primero, juzgar la constitucionalidad de 
normas como leyes o decretos con fuerza de ley, y, segundo, unificar la 
jurisprudencia de las decisiones judiciales relacionadas con la tutela de los 
derechos constitucionales”4.  
 
Así las cosas, en atención a la función del control abstracto, y en aras de la 
protección integral que esta institución le debe prestar a la Constitución, el 
presente trabajo se dirige a plasmar una descripción y análisis de fondo sobre 
las decisiones adoptadas por la Corte Constitucional en el marco del estudio 
de las diferentes demandas que se han interpuesto contra el Acto Legislativo 
02 de 2015. 
 
En efecto, la reforma constitucional objeto de estudio desafía la comprensión 
y el esquema adoptado originalmente por el Constituyente primario con el 
propósito de que efectivamente se materializaran los principios de autonomía 
e independencia judicial como un desarrollo de la separación de los poderes 
                                                 
 
4 HENAO P., Juan Carlos. El juez constitucional: un actor de las políticas públicas. Revista de 
Economía Institucional, vol. 15, n.º 29, segundo semestre/2013, pp. 67-102 (81-82). 
 8 
 
públicos (Artículo 113 de la Constitución) y a su vez del principio democrático 
(Art. 1 constitucional), el cual es un principio esencial de un Estado de 
Derecho. 
 
La autonomía e independencia judicial son principios esenciales de la 
Constitución Política. Desde el año 1991 el Constituyente Originario, 
estableció a lo largo de la Carta fundamental estos principios como una 
manifestación necesaria del principio de legalidad y del Estado de Derecho. 
Sometiendo a los particulares (artículo 65) y a su vez a los jueces en sus 
providencias (artículo 2306) al imperio de la ley.  
 
Estos principios en su manifestación guardan estrecha relación con otros 
principios fundamentales incluidos en la Constitución, así como lo son en 
primer lugar el principio democrático, puesto que en la Constitución de 1991 el 
constituyente originario, tuvo legitimación democrática para reformar 
totalmente la Constitución y de esta manera estableció, que la independencia 
y la autonomía judicial eran principios fundamentales del Estado7. Es así como 
una violación a estos principios afectaría su propia estructura fundamental. En 
segundo lugar, estos principios guardan una estrecha relación con el principio 
de separación de los poderes, el cual se desprende del artículo 113 
constitucional, principio que comprende la separación del poder público en 
ramas para prevenir arbitrariedades sobrevinientes que pudieran poner en 
peligro la estabilidad del Estado Social y Democrático de Derecho el cual se 
encuentra consagrado en el articulo 1 de la Constitución. 
                                                 
5 Artículo 6. Los particulares sólo son responsables ante las autoridades por infringir la 
Constitución y las leyes. Los servidores públicos lo son por la misma causa y por omisión o 
extralimitación en el ejercicio de sus funciones. 
6 Artículo 230. Los jueces, en sus providencias, sólo están sometidos al imperio de la ley. La 
equidad, la jurisprudencia, los principios generales del derecho y la doctrina son criterios 
auxiliares de la actividad judicial. 
7 Esto se aprecia en los artículos 113, 228, 230  de la Constitución política Nacional 
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Por lo dicho hasta el momento, las reformas y modificaciones que sufra nuestra 
Constitución Política merece especial atención: es necesario preguntarnos si 
la entidad a quien le obedece la obligación de conservación de nuestra carta 
magna cumple con la finalidad para la cual fue creada, es decir, si las 
actuaciones que la Corte Constitucional ha venido desempeñando finalmente 
logran que el ordenamiento jurídico colombiano se preserve bajo los pilares 
fundantes con los cuales fue creada.  
 
En concreto, en el desarrollo de este trabajo indagaré sobre los cambios que 
el Acto Legislativo 02 de 2015 produjeron en cada uno de los pilares de la 
estructura del Estado y si esos cambios están en línea con la concepción de 
Estado de Derecho bajo el cual operamos administrativa, jurídica y 
políticamente. 
 
En consecuencia, este trabajo estará dividido en dos acápites; en el primero 
se describirán los fundamentos de la reforma constitucional, esto es, el 
contexto que dio origen a la misma, la problemática que pretendía resolver y 
los objetivos que persiguió su articulado, al igual que se delinearán los 
principales cambios que tuvo a lo largo del procedimiento legislativo. Por su 
parte, el segundo acápite, pretende Analizar dos instituciones que se 
encontraban en el acto legisaltivo y que fueron declaradas inconstitucionales, 
esto es, el gobierno judicial y el tribunal de aforados 
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I. CAPITULO PRIMERO 
 
 
1. ANTECENDENTES DEL ACTO LEGISLATIVO 02 DE 2015 DE 2015 DE 
EQUILIBRIO DE PODERES Y REAJUSTE INSTITUCIONAL 
 
 
1.1. ORIGEN DEL ACTO LEGISLATIVO 02 DE 2015 Y EXPOSICIÓN DE 
MOTIVOS 
 
 
Durante el primer período presidencial de Juan Manuel Santos, el gobierno, 
en uso de la iniciativa legislativa que ostenta constitucionalmente, presentó, a 
través del Ministerio de Justicia y del Interior –en ese momento, a cargo de 
Yesid Reyes Alvarado y Juan Fernando Cristo, respectivamente–, el proyecto 
de Acto Legislativo, objeto de estudio en el presente análisis, cuyo contenido 
desarrollaba la reforma al Equilibrio de Poderes. 
 
El proyecto de Acto Legislativo fue radicado ante la Secretaría del Senado el 
día 3 de septiembre de 2014. El motivo principal expuesto por el gobierno 
nacional al presentar el proyecto de Acto Legislativo fue la consideración de 
que la práctica política y la dinámica institucional  habian generado dificultades 
para el ejercicio de los poderes públicos, circunstancia que se derivó del Acto 
Legislativo 02 de 2014 el cual autorizó la relección inmediata del presidente de 
la República sin realizar un cambio sistematico con las demás instituciones 
estatales generando de un desbalance en el ejercicio de los poderes públicos. 
 
Aunado con lo anterior el gobierno tambien expone como problemática: el 
décifit en la práctica política y el funcionamiento en algunas instituciones que 
genera como consecuencia una injerencia de poder de uno sobre otros, 
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afectando la legitimidad de las instituciones y causando baja representación 
en algunos territorios. 
 
En relación con la problemática anteriormente planteada, el gobierno propuso 
suprimir la autorización de la releeción inmediata del Presidente de la 
República y modificar varios articulos de la Constitución Politica, para realizar 
un ajuste institucional de forma integral buscando lograr el fortalecimiento de 
la democracia y el sistema político en general.8 
 
El proyecto de Acto Legislativo planteaba como objetivo de la reforma lo que 
se expone a continuación: “Sustentar la legitimidad de las instituciones 
democráticas, que han resultado reciamente afectadas por un ejercicio politico 
que, por causas diversas, se ha visto abocado al debarajuste propio que afectó 
los periodos en los cuales se sustentaban los pesos y contrapesos de la 
Constitución de 1991.”9 
 
Desde el punto de vista temático la reforma apuntaba a tres grandes ejes: la 
modificación de disposiciones electorales dirigidas a fortalecer la democracia, 
la modificación de las normas de la administración de justicia y una 
modificación de un conjunto de normas que apuntaba a mejorar la eficacia de 
controles, los cuales serán explicados a continuación: 
 
1. Modificaciones en las disposiciones electorales 
 
La modificación central sobre la cual versó la reforma era la eliminación de la 
reelección presidencial puesto que se buscaba recuperar el sistema de pesos 
y contrapesos de la manera en que se habia planteado inicialmente en la 
Constitución de 1991. La reforma apuntaba a acabar con el caudillismo y 
                                                 
8 REPÚBLICA DE COLOMBIA, SENADO DE COLOMBIA, Gaceta No. 458 de 2014. 
9 Ibid. p.7 
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populismo propio de esta figura. Aunado a esto se buscaba la prohibición 
expresa de la releeción de cargos a periodo fijo, exceptuando los miembros de 
las corporaciones públicas de elección popular y en particular respecto del 
cargo del Procurador General puesto que las dispocisiones existentes no era 
posible determinar con seguridad si estaba permitido o prohibido.  
 
 La segunda modificación planteada trató sobre las reglas de  conformación 
del Senado, se planteó  adoptar un sistema mixto en el que se implementara 
la circunscripción territorial en aquellos departamentos que contaran con una 
población inferior a 500.000 mil habitantes y los restantes fueran elegidos con 
circunscripciones nacionales, buscando asegurar una representación mínima 
a aquellos departamentos que por su tamaño geográfico carecían de esta y 
además buscando favorecer a aquellos partidos minoritarios para que 
pudieran alcanzar los votos necesarios en una elección nacional. 
 
La tercera modificación apuntaba a la eliminación del voto preferente, puesto 
que planteaba una variedad de problemas entre los cuales se encontraba el 
debilitamiento interno de los partidos politicos, los altos costos de las 
campañas políticas, facilitaba la compra y venta de votos. Aunado a lo anterior 
confundia al elector, debido a la complejidad aparante que se presentaba al 
momento de la elección, motivo por el cual se propuso listas bloqueadas y 
cerradas que obligaban a que los candidatos resultantes de cada partido 
fueran escogidos mediante mecanismos democráticos y permitiendo que el 
elector asignara responsabilidad politicas. 
 
La cuarta modificación proponía la implementación de la silla vacía para los 
delitos dolosos contra la Administración Pública, buscando establecer un 
mecanismo sancionatorio para aquellos partidos que avalen a los candidatos 
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sin la rigurosidad y el seguimiento debido, puesto que se entiende que las 
personas elegidas popularmente son arqueotipos sociales.10 
 
2. Modificaciones en las disposiciones de la Administración de Justicia 
 
Se propuso en primer lugar modificar la elección y postulación de servidores 
públicos asignados a las Altas Cortes. 
 
En segundo lugar, se buscó cambiar las entidades encargadas de los recursos 
de la administración de justicia, debido a los problemas de corrupción en estas 
entidades y los escándalos que lo rodeaban. 
 
En tercer lugar, se propuso la creación de un organismo de más alto nivel para 
desencadenar la responsabildad de los magistrados de las altas cortes y el 
fiscal General de la Nación; este último, como uno de los puntos más 
importantes de la reforma, puesto que se buscaba que existiera realmente un 
juicio de responsabilidad esto en virtud de que la labor realizada por la 
comisión de acusaciones de la cámara de representantes no arrojó los 
resultados esperados. 
 
En cuarto lugar, la transformación del Consejo Superior de la Judicatura, 
puesto que se propuso la eliminación de esta entidad y con ello un cambio de 
estructura organizacional, buscando mantener la independencia del 
organismo se propuso la creación de un organismo que reemplazara la sala 
administrativa del Consejo Superior de la Judicatura  
 
Por último, se propuso designar la competencia disciplinaria de la Rama 
Judicial a órganos internos de la misma, se buscaba volver al sistema antiguo 
                                                 
10 Ibid. p.8-9 
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puesto que con la desaparición del Consejo Superior de la Judicatura esta 
función se reasignaría en la misma Rama Judicial.11 
 
3. Modificaciones a las disposiciones sobre la eficacia en el ejercicio de 
las funciones de control fiscal y disciplinario del Estado 
 
Respecto de este eje la reforma planteaba la modificación de la elección del 
Contralor General de la Republica y del Procurador General de la Nación, 
buscando fortalecer la función de control del estado ejercicio que se realiza a 
través de las estas dos entidades y la independencia de las decisiones del 
Senado de la República. Se propuso que la elección del Contralor General de 
la República estuviera a cargo del Congreso de la República, la elección se 
haría con fundamento en una lista de ciudadanos que sería conformada por 
una convocatoria pública, transparente y general. 
 
La elección del Procurador se modificaba en el sentido de que la terna sería 
propuesta por el Presidente de la República y la competencia para la elección 
estaría a cargo del Senado. 
 
Se planteó impedir el intercambio de favores entre las autoridades que ejercen 
típicamente funciones de control y los funcionarios controlados por ellas, asi 
como adoptar como regla general el procedimiento de la convocatoria pública 
para la mayoría de los cargos públicos siempre que esta convocatoria se 
rigiera bajos los principios de transparencia, generalidad y objetividad.12 
 
 
 
 
 
                                                 
11 Ibid.p.9 
12 Ibid.p.11. 
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1.2. TRÁMITE LEGISLATIVO  
 
 
1.2.1. De las acumulaciones 
 
El día 5 de septiembre de 2014 al estar radicados previamente otros proyectos 
de actos legislativos con contenido similar y que se encontraban en desarrollo 
del primer debate, en cumplimiento del articulo 151 de la ley orgánica 5 de 
1992, se acumularon los siguientes proyectos de actos legislativos: 
 
o Proyecto de Acto Legislativo número 02 de 2014 Senado, mediante el cual 
se buscaba la modificación de los articulos 190 y 197 de la Constitución 
Politica radicado el 20 de julio de 2014, a propuesta de los 
senadores Jimmy Chamorro, Maritza Martínez Aristizábal, Carlos Enrique 
Soto Jaramillo, Manuel Mesías Enríquez Rosero, Milton Arlex Rodríguez 
Sarmiento, Miguel Amín Escaf, Óscar Mauricio Lizcano Arango, José 
Alfredo Gnecco Zuleta, Ángel Custodio Cabrera Baez, Germán Darío 
Hoyos Giraldo, Roosvelt Rodríguez Rengifo. 
 
o Proyecto de Acto Legislativo número 04 de 2014 Senado, por medio del 
cual se reforma el artículo 267, 276 y 281 de la Constitución Política de 
Colombia, sobre la elección del Contralor General de la República, el 
Procurador General de la Nación y el Defensor del Pueblo, radicado el 20 
de julio de 2014, a propuesta de los senadores Jimmy Chamorro, Maritza 
Martínez Aristizábal, Carlos Enrique Soto Jaramillo, Manuel Mesías 
Enríquez Rosero, Ángel Custodio Cabrera Baez, Miguel Amín 
Escaf, Germán Darío Hoyos Giraldo, Roosvelt Rodríguez Rengifo, José 
Alfredo Gnecco Zuleta. 13 
 
                                                 
13 REPÙBLICA COLOMBIA, SENADO DE COLOMBIA GACETA No. 511 de 2014. p. 1-3 
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o Proyecto de Acto Legislativo número 05 de 2014 Senado,mediante el cual 
se se modifican algunos artículos de la Constitución Política y se reajusta 
el equilibrio de poderes, radicado el 20 de juliode 2014, a propuesta de los 
senadores Jimmy Chamorro, Roy Leonardo Barreras 
Montealegre, Bernardo Miguel Elías Vidal, Manuel Guillermo Mora 
Jaramillo, Eduardo Enrique Pulgar Daza, Maritza Martínez 
Aristizábal, Carlos Enrique Soto Jaramillo, Manuel Mesías Enríquez 
Rosero, Óscar Mauricio Lizcano Arango, Milton Arlex Rodríguez 
Sarmiento, Ángel Custodio Cabrera Baez, Miguel Amín Escaf, Germán 
Darío Hoyos Giraldo, Roosvelt Rodríguez Rengifo, José Alfredo Gnecco 
Zuleta. 
 
o Proyecto de Acto Legislativo número 06 de 2014 Senado, mediante el cual 
se buscaba reformas los artículos 190 y 197 de la Constitución Política de 
Colombia», radicado el 20 de julio de 2014, a propuesta de los 
senadores Luis Fernando Urrego Carvajal, Carlos Eduardo Enríquez 
Maya, Juan Manuel Corzo Román, Roberto Víctor Gerlein 
Echeverría, Nora María García Burgos, Luis Emilio Sierra 
Grajales, Germán Alcides Blanco Álvarez, Heriberto Sanabria 
Astudillo, Humphrey Roa Sarmiento, Julio Eugenio Gallardo 
Archbold, Orlando Aníbal Guerra de la Rosa, Efraín José Cepeda 
Sarabia, Jaime Felipe Lozada Polanco, Oscar fernando Bravo 
Realpe, Nadia Georgette Blel Scaff, Laureano Augusto Acuña Díaz. 
o Proyecto de Acto Legislativo número 12 de 2014 Senado, mediante el cual 
se buscaba modificar los artículos 233, 249, 254, 267 y 276 de la 
Constitución Política, radicado el 30 de julio de 2014, a propuesta de los 
senadores Angélica Lozano Correa, Óscar Ospina Quintero, Alirio Uribe 
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Muñoz, Antonio Jose Navarro Wolff, Víctor Javier Correa Vélez, Carlos 
Germán Navas Talero.14  
Finalmente, los proyectos de actos legislativos mencionados anteriormente 
fueron acumulados en el proyecto de Acto Legislativo No. 18 de 2014, el cual, 
tras ser analizado en cada uno de los debates, se convirtió en el acto 
Legisaltivo 02 de 2015. 
 
1.2.2. De los debates 
 
El trámite especial que requieren los actos legislativos tal como lo establece la 
Constitución implica la celebración de 8 debates, durante dos legislaturas 
seguidas. En particular, el Acto Legislativo 02 de 2015 tuvo diferentes 
modificaciones durante el trámite del mismo, sin embargo, dentro de este 
acápite serán desarrolladas dos de las más controversiales: 
 
1.2.2.1. De la Comisión Nacional de Disciplina 
 
La Comisión Nacional de Disciplina judicial es el órgano que se creó con el 
objetivo de reemplazar algunas de las funciones ejercidas por el Consejo 
Superior de la Judicatura. 
 
El Consejo Superior de la Judicatura fue creado mediante la Constitución de 
1991, para dar cumplimiento a dos funciones esenciales: la administración de 
la Rama Judicial y la función disciplinaria de los funcionarios de la misma. 
Dentro de la primera función se encuentran facultades como la de administrar 
la carrera judicial, elaborar la lista de candidatos para la designación de 
                                                 
14  REDACCIÓN POLITICA,Polo radica reforma de equilibrio de poderes 'anti-mermelada' 
política» El Espectador (en línea). 23 de septiembre de 2014. [Consultado el 21 de febrero de 
2019]. Disponible en https://www.elespectador.com/noticias/politica/polo-radica-reforma-de-
equilibrio-de-poderes-anti-merme-articulo-518300. 
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funcionarios judiciales, elaborar el proyecto del presupuesto de la rama 
judicial, dirimir los conflictos de competencia que se suciten entren las distintas 
jurisdicciones asi como crear, suprimir fusionar y trasladar cargos en la 
administración de justicia; la segunda función está dirigida a examinar la 
conducta y sancionar las faltas de los funcionarios de la rama judicial y la de 
los abogados en el ejercicio de su función.15 
 
En razón de estas dos funciones el Consejo Superior de la Judicatura estaba 
dividido en dos salas; la sala administrativa, la cual estaba conformada por 
seis magistrados, elegidos por la Corte Constitucional, el Consejo de Estado y 
la Corte Suprema de Justicia; y, por otro lado, la sala jurisdiccional disciplinaria 
conformada por siete magistrados elegidos por el congreso de una terna 
conformada por el gobierno. 
 
Los problemas de corrupción dentro de las salas, la politización e intercambio 
de favores16 fueron algunos de los argumentos utilizados para proponer desde 
el inicio de la reforma la eliminación del Consejo Superior de la Judicatura.  
 
El Gobierno propuso que el sistema nacional de gobierno y la adminsitración 
judicial fuera organizado en tres niveles: la sala de gobierno judicial, la Junta 
ejecutiva y el director ejecutivo17. La Sala de Gobierno sería la encargada de 
diseñar y fijar las politicas de la rama judicial, realizar la división territorial para 
efectos judiciales. La creación redistribución de los despachos judiciales, la 
elección del Director Ejecutivo de la administración. 
 
                                                 
15 COLOMBIA,Constitución Politica Colombiana de 1991,articulo 256 y 257 Original. 
16 REDACCIÓN EL PAÍS, Los pecados que condenaron al Consejo Superior de la Judicatura 
. El país (en línea), 6 de mayo de 2012. [ Consultado el 7 de marzo de 2019]. Disponible en 
https://www.elpais.com.co/colombia/los-pecados-que-condenaron-al-consejo-superior-de-la-
judicatura.html  
17 REPÚBLICA DE COLOMBIA,SENADO DE LA REPUBLICA, Gaceta No. 458 de 2014. 
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La Junta Ejecutiva de Administración Judicial sería la encargada aprobar el 
proyecto de presupuesto, establecer las politicas y reglas en materia de 
contratación, las bases de los concursos para la carrera judicial y sería el nivel 
encargado de establecer los mecanismos de evaluación a la gestión del 
Director Ejecutivo y por último la Dirección Ejecutiva tendría a su cargo ejecutar 
el presupuesto de la rama, administrar el talento humano, la elaboración de de 
las listas para la designación y elección de funcionarios judiciales entre otras. 
 
Ahora, respecto de las funciones disciplinarias que ejercía el Consejo Superior 
de la Judicatura el gobierno propuso que estas serían ejercidas por salas 
especializadas en los Tribunales Superiores de los distritos judiciales y el la 
Corte Suprema de Justicia. Sin embargo, en ningún articulo se estableció el 
régimen de transición en que debía empezar a operar los tres niveles de la 
administración, asi como tampoco se mencionó cómo cesaría en sus funciones 
el Consejo Superior de la Judicatura. 
 
Durante el primer débate se propuso la creación de un órgano que 
desempeñara las funciones disciplinarias en la rama judicial, el cual fue 
denominado Comisión Nacional de disciplina judicial, coorporación que estaría 
conformada por siete personas, para un periodo de ocho años. Su elección 
estaría a cargo del Presidente de la Repùblica de una lista enviada por la Sala 
de Gobierno Judicial.  
 
Con respecto a la transición para la entrada en funcionamiento de esta nueva 
corporación estatal se ideó de forma tal que, a la entrada del funcionamiento 
de la Comisión Nacional de Disciplina judicial ,el Consejo Superior de la 
Judicatura cesaría sus funciones hasta el momento en que se eligieran y 
tomaran posesión los nuevos miembros. Esta estructura se mantuvo en el 
segundo debate.  
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En el tercer debate el esquema de competencia fue modificado en razón a la 
la etapa en que se encontraran los procesos, en este sentido los procesos que 
cursaran en la Sala Jurisdiccional del Consejo Superior de la Judicatura y ya 
hubieran desarrollado la audiencia de pruebas o se hubiera decretado el auto 
de apertura de investigación, prolongando de esta manera la competencia del 
Consejo Superior de la Judicatura hasta la terminación de estos procesos. Por 
otra parte, la nueva corporación conocería de los demás procesos. 
 
En el debate siguiente, es decir, en el cuarto se estableció que a la entrada en 
vigencia del Acto Legislativo 02 de 2015 los procesos que estuviera 
conociendo la Sala Jurisdiccional Disciplianria del Consejo Superior de la 
Judicatura pasarían a competencia de la Comisión Nacional de Disciplina. 
 
En el quinto debate se reformuló nuevamente la transición que debía ser 
empleada, puesto que aquí se propuso que los Magistrados actuales fueran 
cumpliendo sus periodos serían reemplazados por los procedimientos 
establecidos para la elección de los nuevos magistrados. 
 
En el sexto debate se estableció como termino el periodo de un año para la 
elección de los miembros de la Comisión Nacional de Disciplina Judicial y que 
una vez fueran elegidos, asumirían las funciones disciplinarias, sin establecer 
más detalles. 
 
El último cambio que tuvo la transición ocurrió en el septimo debate, puesto 
que allí se estableció que los magistrados que se encontraban en ejercicio del 
cargo tendrían continuidad en el mismo hasta que los miembros de a Comisión 
Nacional de Disciplina Judicial se posesionara. 
 
Finalmente, el parágrafo transitorio aprobado en el Acto legislativo 02 de 2015 
estableció que los magistrados de la Comisión Nacional de Disciplina Judcial 
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debían ser elegidos dentro del año siguiente a la entrda en vigencia de la 
reforma. De igual forma se estableció que los magistrados de la Sala 
jurisdiccional Discipinaria del Concejo Superior de la Judicatura ejercerían sus 
funciones hasta tanto no se posesionaran los nuevos magistrados. 
 
Pues bien, aun cuando han pasado más de tres años no ha sido posible 
reglamentar el proceso que se debe adelantar para escoger a los nuevos 
miembros, debido a que las listas presentadas por el Presidente de la 
República y la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura fueron 
declaradas nulas por el Consejo de Estado puesto que para este tribunal la 
elección y el procedimiento para ello corresponde al Congreso de la 
República.18 
 
En conclusión, actualmente aún opera –y parece que de forma indefinida– la 
Sala jurisdiccional Discipinaria del Consejo Superior de la Judicatura, con 
magistrados en cargos provicionales y con funcionarios con período 
constitucional vencido, es decir, no solo con los problemas que inicialmente se 
plantearon, ahora se agregaron estos agravantes que deslegitiman en mayor 
medida las actuaciones adelantadas por esta Sala. 
 
1.2.2.2. Del Tribunal De Aforados 
 
En Colombia los magistrados de las altas cortes gozan de un fuero 
costitucional que obedece a su calidad; este fuero ha sido definido como19 “una 
prerrogativa de carácter procesal que cubre a cierto grupo de servidores 
públicos para que sus conductas sean investigadas penalmente por 
                                                 
18 Jueces y abogados ajustan 2 años en manos de un control interino.El tiempo (en línea). 12 
de febrero de 2018. [Consultado el 7 de marzo de 2019].Disponible en: 
https://www.eltiempo.com/justicia/cortes/sigue-en-el-limbo-la-comision-nacional-de-disciplina-
judicial-181972 . 
19 BAZZANI MONTOYA, Darío, “Ámbito espacial y personal de la validez penal”,Lecciones de 
Derecho Penal. Parte General. Bogotá, Universidad Externado de Colombia,2009. pp. 150 
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determinado funcionarios administradores de justicia, con el fin de garantizar 
de la imparcialidad en las decisiones judiciales y la independencia en el 
ejercicio de la función pública”, es decir, el fuero del que gozan no los exime 
de responsabilidad penal o disciplinaria, sino que le asigna a una autoridad 
particular la función de investigar y juzgar la comisión de los presuntos delitos 
o faltas disciplinarias.  
 
La idea de un tribunal encargado de juzgar a los magistrados de las altas 
cortes y al Fiscal general de la Nación nace de inoperancia de la Comisión de 
Investigación y Acusación de la Cámara de Representantes, puesto que cifras 
y estudios20 demuestran la incapacidad por parte de la rama Legislativa de 
ejercer sus funciones judiciales.  
 
La ineficacia e incapacidad por parte de la Comisión de Acusación de la 
Cámara de Representantes atiende principalmente a problemas operativos, es 
decir, a problemas técnicos y de recursos que se ven reflejados en los 
resultados, puesto que aunque existen múltiples escándalos sobre el 
                                                 
20 De acuerdo con datos oficiales suministrados por la Comisión de Investigación y 
Acusaciones de la Cámara de Representantes , (CIAC) desde 1992 hasta 2013 han sido 3.496 
procesos sobre los cuales ha abocado conocimiento. El 42% son denuncias contra 
magistrados de las altas Cortes, el 30% contra presidentes de la república y el 28% 
corresponden a denuncias contra fiscales generales de la nación. Para el año 2013 todavía 
quedaban 1530 (el 44%) de los procesos pendientes, “lo que es indicativo de la falta de 
capacidad de esta dependencia para tramitar oportunamente las denuncias que conoce.” 
CENTRO DEMOCRATICO, Exposición de motivos al Proyecto de Acto Legislativo “Por medio 
del cual se reforma la Constitución Politica en materia de administración de justicia y se 
reforma el equilibrio organico de frenosy contrapesos.[Consultado el 2 de marzo de 2019.] 
Disponible en:  
http://leyes.senado.gov.co/proyectos/images/documentos/Textos%20Radicados/Proyectos%
20de%20Acto/2014%20-%202015/PAL%20019-
14%20ARTICULADO%20Y%20EXPO%20DE%20MOTIVOS%20REF%20A%20LA%20JUS
TICIA%20CORREGIDO.pdf, en línea consultado el 6 de marzo de 2019. 
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comportamiento de funcionarios que ejercen la magistratura21 no se ha 
atribuido, por parte de la Comisión, responsabilidad penal o administrativa. 
 
Los problemas técnicos y de recursos obedecen a dos razones: la primera la 
escasez de personal con la que cuenta la Comisión, puesto que son 15 
personas las que conforman esta Comisión, los cuales ejercen funciones 
legislativas al mismo tiempo que las judiciales. La segunda razón es la falta de 
pericia de las personas que lo conforman puesto que este órgano debe 
conocer las faltas disciplinarias o las conductas delictuosas sin contar como 
requisito para hacer parte de la Comisión el título de abogado o la experiencia 
judicial. 
 
Por las razones anteriormente expuestas el gobierno dentro de su propuesta 
original contempló la modificación del articulo 174 de la Constitución politca de 
Colombia bajo las siguientes premisas:  
 
El Gobierno propuso la creación de un órgano independiente y autónomo en 
forma de tribunal, el cual estaría integrado por 7 personas, elegidas por el 
congreso en pleno para un período de 8 años siempre que tales personas 
cumplan con las mismas calidades y requisitos previstos para los magistrados 
de la Corte Suprema de Justicia. 
 
Este tribunal estaría encargado de la investigación y acusación del 
comportamiento de los magistrados de las altas cortes (Corte Suprema de 
Justicia, Consejo de Estado, Corte Constitucional), del Procurador General de 
la Nación, del Contralor General de la Nación y del Fiscal General, por los 
                                                 
21 GOMEZ, Forero,Camilo,Seis Lecturas para entender el cartel de la Toga,El Espectador(e 
línea), 1 de octubre de 2017 [Consultado el 6 de marzo de 2019] Disponible en:  
https://www.elespectador.com/noticias/judicial/seis-lecturas-para-entender-el-cartel-de-la-
toga-articulo-715926 el 6 de marzo de 2019 
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hechos u omisiones ocurridos en el desempeño del cargo, aun después de 
haber cesado en su ejercicio. 
 
Asi mismo, esta nueva Corporación tendría que garantizar la separación entre 
las funciones de investigación y juzgamiento, asi como garantizar la segunda 
instancia de los aforados. 
 
Con respecto a la responsabilidad contemplada para los magistrados del 
tribunal de aforados se estableció que estos responderían por sus faltas 
disciplinarias, fiscales y penales ante el Senado de la República previa 
investigación de la Cámara de Representantes. 
 
Pues bien, al término de la primera vuelta se estableció que el Tribunal de 
Aforados debía investigar a los servidores públicos que contaran con el fuero 
y, de encontrar méritos, presentaría una solicitud formal ante la Cámara de 
Representantes para que esta acusara frente al Senado, a su vez, el Senado 
se encargaría de juzgar e imponer sanciones, y  de tratarse de un juicio 
criminal, este se adelantaría ante la Corte Suprema de Justicia, es decir, se 
creó un antejuicio político sin el cual el servidor público no podía ser 
sancionado. 
 
En la segunda vuelta del Acto Legislativo se replanteó el esquema 
anteriormente propuesto debido a que se eliminó el antejuicio político como 
requisito para el juzgamiento cuando se tratara de delitos criminales y se 
convierte en un juicio de indignidad por mala conducta autónomo e 
independiente, en donde la Comisión de Aforados sería el ente encargado de 
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investigar y acusar, de encontrar méritos ante la Camara de Representantes 
en primera instancia, y el Senado conocería en segunda instancia.22 
 
Por otra parte, un juicio de naturaleza penal en donde la investigación y 
acusación estaría a cargo de la Comisión de Aforados y la función de 
juzgamiento en cabeza de la Corte Suprema de Justicia. 
  
 La modificación en la concepción del funcionamiento de lo que empezó como 
tribunal y terminó llamándose comisión se mantuvo hasta la aprobación del 
Acto Legislativo 02 de 2015, situación que suscitó opiniones a favor y en 
contra, y que finalmente, mediante la sentencia C-373 de 2016, fue declarada 
inexequible por la Corte Constitucional, dejando viva la Comisión de 
Investigación y Acusación aún con los mismos problemas y las mismas 
dificultades que inicialmente motivaron el cambio estructural y funcional del 
juzgamiento de los altos dignatarios. 
 
 
1.3. Versión Aprobada 
 
 
Finalmente, el Acto Legislativo 02 de 2015 aprobó las figuras del gobierno de 
la Rama Judicial y la comisión de Aforados de la siguiente manera: 
 
o Del Órgano de Gobierno de la Rama Judicial 
 
En la Constitución de 1991, el Consejo Superior de la Judicatura estaba 
conformado por dos salas: (i) una disciplinaria, encargada de ejercer la función 
jurisdiccional disciplinaria sobre los funcionarios y empleados de la Rama 
judicial, aunado a esto en cabeza de esta sala se encontraba la función de 
                                                 
22 COLOMBIA, CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-373 de 2016. MP. Alejandro 
Linares Cantillo, Gabriel Eduardo Mendoza Martelo . 
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investigar y sancionar a los abogados en el ejercicio de su profesión. (ii) Por 
otra parte, se encontraba la sala administrativa, la cual –como su nombre lo 
indica– se encargaba de administrar, así como de la gestión y el control de la 
Rama Judicial. 
 
Ahora bien, el Acto Legislativo 02 de 2015 eliminó el Consejo Superior de la 
Judicatura, en cuyo reemplazo consagró la creación de nuevos órganos. 
Algunas de las funciones que estaban en cabeza de la sala administrativa 
fueron asignadas al Consejo de Gobierno Judicial, órgano que según la 
reforma estaría conformado por 9 magistrados, entre los cuales se 
encontrarían los presidentes de las Altas Cortes, un representante de los 
magistrados de los tribunales y de los jueces, un representante de los 
empleados de la Rama Judicial y tres miembros permanentes cuya labor la 
ejercerían exclusivamente en el Consejo de Gobierno Judicial.  
 
Salvo los presidentes de las Altas Cortes, los miembros restantes del Consejo 
de Gobierno Judicial contarían con un periodo de cuatro años para el 
desempeño y desarrollo de las funciones que constitucionalmente les fueran 
asignadas, con la prohibición expresa de ser reelegidos. 
 
Respecto de los miembros de permanencia exclusiva el acto reformatorio 
plantea que estos tienen funciones específicas como la planeación estratégica, 
proponer al Consejo programas de políticas públicas para la aprobación por 
parte del mismo Consejo. Es importante señalar que el perfil de estos 
miembros debe atender a una experiencia de 10 años en diseño, evaluación o 
seguimiento de políticas públicas y además de la elección deberá haber 
diferentes tipos de perfiles profesionales.  
 
El Consejo es el encargado de definir las políticas de la rama judicial, postular 
listas y ternas que la constitución establezca para la elección de otros 
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funcionarios judiciales. De igual manera se asignó a su cargo la tarea de 
adelantar trámites judiciales y administrativos que se adelanten en los 
despachos judiciales, así como expedir el reglamento del sistema de carrera 
judicial y de la Comisión de Carrera judicial23.  
 
Otra de las funciones asignadas al Consejo de Gobierno es la aprobación del 
proyecto de presupuesto para la Rama Judicial, función que antes del Acto 
Legislativo era desarrollada por la Sala administrativa del Consejo Superior de 
la Judicatura. No obstante, con la reforma, el Consejo de Gobierno Judicial 
procedería a ejercer esta función de manera muy diferente a como es 
adelantada por la Sala administrativa en la actualidad; con lo cual, el trámite 
de elaboración del presupuesto para la Rama judicial se llevaría a cabo: con 
la realización del proyecto de presupuesto, su aprobación por parte del 
Consejo de Gobierno Judicial y, posteriormente, su remisión al Gobierno 
Nacional. 
 
De igual manera la reglamentación de la carrera estará en cabeza del Consejo 
de Gobierno, pero la administración de la carrera le fue asignada a la Gerencia 
de la Rama judicial24 
 
o Del Órgano de Administración de la Rama Judicial 
 
El Acto Legislativo 02 de 2015 le asignó la administración de la Rama judicial 
a un órgano denominado Gerencia de la Rama Judicial, órgano que estará 
subordinado al Consejo Nacional de Gobierno Judicial. 
 
                                                 
23 La Comisión de Carrera Judicial tiene como función la vigilancia y control de la carrera. 
24MATSON CARBALLO, Arturo Eduardo, Reflexiones al Acto Legislativo 02 de 2015 de 
equilibrio de poderes y reajuste institucional. Librería Jurídica, Sánchez R Ltda. Medellín-
Colombia. P. 85-88. 
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La función principal de la Gerencia de la Rama judicial es la ejecución de las 
decisiones adoptadas en el Consejo de Gobierno Judicial. Además de esa 
función, la Gerencia de la Rama judicial se encargaría de promover el apoyo 
administrativo y logístico para el Consejo de Gobierno, así como de la 
elaboración del proyecto del presupuesto que debe ser aprobado por el mismo 
Consejo de Gobierno Judicial y posteriormente remitido al Gobierno nacional, 
para finalmente ser ejecutado de conformidad con la aprobación del Congreso. 
 
Este Órgano estaría en cabeza del Gerente de la Rama judicial, quien tendría 
la representación legal de la Rama Judicial para efectos procesales, y cuyo 
nombramiento hace parte de la lista de funciones encargadas al Consejo de 
Gobierno Judicial.25 
 
o De la Comisión Nacional de Disciplina Judicial 
 
Este Órgano tiene como misión reemplazar la controversial Sala disciplinaria 
del Consejo Superior de la Judicatura. La Comisión Nacional de Disciplina 
Judicial sería la encargada de ejercer la función jurisdiccional disciplinaria 
sobre los funcionarios y empleados de la Rama Judicial, así como de instruir 
la investigación e imponer la sanción correspondiente por el ejercicio indebido 
de la profesión de la abogacía. 
 
El funcionamiento de este Órgano se configuró de una forma modulada, 
puesto que no entrará a funcionar de manera inmediata, sino que se estableció 
que las Magistrados que la conformarían se elegirían dentro del año siguiente 
a la entrada de la vigencia del Acto Legislativo. De tal manera que, hasta que 
no estén nombrados y posesionados los nuevos miembros, esta función 
                                                 
25 Ibídem, página 88. 
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seguirá siendo desarrollada por los Magistrados de la Sala disciplinaria del 
Consejo Superior de la Judicatura.26 
 
o De la Competencia del Senado de la República para conocer de 
acusaciones que formule la Cámara de Representantes contra el 
Presidente de la República, o quien haga sus veces, y los miembros de 
la Comisión de Aforados.  
 
El articulo 5 del Acto Legislativo modificaba el artículo 174 de la Constitución 
Política de Colombia; a la luz de su contenido, el Senado de la República 
únicamente conocerá de las acusaciones que formule la Cámara de 
Representantes contra el Presidente de la República, o quien haga sus veces, 
y contra los miembros de la Comisión de Aforados; según lo dispuesto 
originalmente en el artículo 174 de la Constitución, esta función se 
desarrollaba además contra los Magistrados  de la Corte Suprema de Justicia, 
la Corte Constitucional, el Consejo de Estado, el Consejo Superior de la 
Judicatura y el Fiscal General de la Nación.  
 
De esta manera, las acusaciones que se formulen contra estos funcionarios 
estarían a cargo de la nueva Comisión de Aforados, órgano creado por el Acto 
Legislativo 02 de 201527 
 
o De la Competencia de la Cámara de Representantes para acusar ante 
el Senado de la República, al Presidente de la República, o a quien 
haga sus veces, y a los miembros de la Comisión de Aforados.  
 
                                                 
26 Ibídem., página 90. 
27 MATSON CARBALLO, Arturo Eduardo.Op. Cit. P.61. 
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En armonía con la modificación del artículo 5 del Acto Legislativo, el artículo 7 
del mismo texto normativo reformó el artículo 178 de la Constitución, es así 
como de ahora en adelante la Cámara de Representantes solo acusará ante 
el Senado al Presidente de la República, o a quien haga sus veces, y a los 
miembros de la Comisión de Aforados. 
 
De esta manera, los Magistrados de la Corte Suprema de Justicia, de la Corte 
Constitucional, del Consejo de Estado, del Consejo Superior de la Judicatura 
y del Fiscal General de la Nación pasarán a ser acusador por la Comisión de 
Aforados28 
 
o De la Comisión de Aforados.  
 
El artículo 8 del Acto Legislativo introduce en la Constitución el artículo 178-A, 
mediante el cual se crea un nuevo órgano denominado Comisión de Aforados, 
al cual se le encomienda, de conformidad con la ley y el derecho fundamental 
al debido proceso, la tarea de investigar y acusar a los magistrados de la Corte 
Constitucional, de la Corte Suprema de Justicia, de la Comisión Nacional de 
Disciplina Judicial, y al Fiscal General de la Nación respecto de las 
acusaciones de carácter penal y disciplinarias. 
 
Esta nueva Comisión de Aforados, estará integrada por 5 miembros que 
deberán cumplir con las mismas calidades exigidas para ser magistrados de 
la Corte Suprema de Justicia, los cuales serán elegidos por el Congreso en 
pleno de las listas que son enviadas por el Consejo de Gobierno Judicial, que 
a su vez serán integradas por convocatoria pública a cargo de la Gerencia de 
la Rama Judicial, para un periodo de 8 años. 
 
                                                 
28 Ibídem. p.66 
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La Comisión de Aforados, en las acusaciones por faltas disciplinarias, 
únicamente tendrá la competencia para instruir la investigación, puesto que de 
encontrar mérito deberá acusar frente a la Cámara de Representantes, para 
que sea esta última corporación pública la que adelante la etapa del juicio.  Por 
otra parte, cuando se trate de acusaciones por delitos penales, la Comisión 
adelantará toda la investigación y, de encontrar mérito para ello, formulará la 
respectiva acusación, esta vez frente a la Corte Suprema de Justicia, el juez 
natural para conocer y adelantar el juicio penal. 
 
Cuando las acusaciones de la comisión de delitos penales sean en contra de 
magistrados de la Corte Suprema de Justicia, la Comisión de Aforados será 
quien investigue, pero para adelantar el juicio se tendrán que nombrar 
conjueces, cuya designación estará a cargo del Consejo de Estado. 
 
Con la incorporación de la Comisión de Aforados, en el marco de las 
investigaciones disciplinarias, se introdujeron términos legales máximos, por 
ejemplo, se le otorgó a la Comisión un término de sesenta días para adelantar 
la investigación disciplinaria; de igual forma, se le otorgó a la Cámara de 
Representantes un plazo de treinta días para decidir sobre dicha investigación 
disciplinaria29.  
 
 
 
 
 
 
 
 
                                                 
29 Ibídem., pp. 69-70. 
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II. CAPITULO SEGUNDO 
 
 
1. CONTROL CONSTITUCIONAL DE ACTOS LEGISLATIVOS, EN 
COLOMBIA.  
 
 
La Constitución de 1991 prevé que la forma de reformar la constitución por vía 
legislativa lo realiza el congreso por medio de los actos legislativos, para los 
cuales no se estableció un control previo de constitucionalidad, por lo tanto, la 
manera de ejercer el control es por vía de acción de inconstitucional. 
 
Los artículos 241 numeral 1 y 2 y el articulo 379 de la Constitución Política 
consagran la facultad en cabeza de la Corte Constitucional para adelantar el 
estudio constitucional de los Actos Legislativos, cuando estos sean 
demandados por existir una contradicción entre estos y la Constitución.  
 
De igual forma, la carta política consagra que la acción puede ser ejercida por 
cualquier ciudadano que lo considere pertinente y que para ello cuenta con un 
término de caducidad de un año contado a partir de la publicación del Acto 
Legislativo en el diario oficial. 
 
Como lo establece la Constitución se trata de una revisión restringida, puesto 
que el Tribunal constitucional sólo podrá verificar si el Congreso de la 
República ha respetado los limites como poder constituyente, es decir, que la 
Corte podrá declarar la inexequibilidad de los Actos Legislativos únicamente 
en el caso de existir vicios formales que contravengan la Constitución30. Al 
respecto la Corte Constitucional ha establecido: 
                                                 
30 SIERRA PORTO., Humberto. “La reforma de la constitución”.Temas de derecho Público” 
No. 51. Bogotá: Universidad Externado de Colombia. Instituto de Estudios Constitucionales 
Carlos Restrepo Piedrahita, 1998 p.p.19-21 
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El control de constitucionalidad de los actos legislativos, “se restringe a la 
constatación de que se hayan cumplido a cabalidad todos los pasos del 
procedimiento agravado previsto para estas hipótesis en las normas 
superiores"31 
  
Dentro del estudio de las reformas constitucionales doctrinaria y 
jurisprudencialmente se han establecido limites a los sujetos u órganos que 
gozan de la posibilidad de modificar la Constitución Política, como manera de 
proteger la identidad e integridad de esta. 
 
A propósito del poder de reforma constitucional, tradicionalmente se ha 
diferenciado entre el poder constituyente originario y el poder constituyente 
derivado. El primero ha sido definido como: “La expresión de la máxima 
voluntad política, cuyo ámbito de acción, por su misma naturaleza, escapa a 
cualquier delimitación establecida por el orden jurídico anterior y, por ende, se 
sustrae también a todo tipo de juicio que pretenda compararlo con los 
preceptos de ese orden.”32  
 
En este sentido el poder originario es el poder que crea la Constitución, que 
en el caso de Colombia se trata de la Asamblea constituyente de 1991, órgano 
encargado de la creación de la constitución politica del mismo año. 
 
El poder constituyente derivado es aquella potestad que le otroga el poder 
constituyente originario a una entidad u organismo para que realice 
modificaciones a la Constitución existente. Dicho poder se encuentra dentro 
                                                 
31 CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-387 de 1997 , MP. Fabion Moron Diaz. 
Disponible en http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/1997/c-387-97.htm 
32 CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C. 544 de 1992. MP. Alejandro Martinez Caballero, 
Disponible en http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/1992/c-544-92.htm#_ftnref9 
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de nuestro ordenamiento juridico en cabeza de diferentes sujetos, puesto que 
el articulo 374 de la Constitución Politica habilitó además de la Asamblea 
Constituyente, al congreso y al pueblo para reformar el texto constitucional. En 
este sentido la Corte Constitucional ha manifestado lo siguiente: “Por su parte, 
el poder de reforma, o poder constituyente derivado, se refiere a la capacidad 
que tienen ciertos órganos del Estado, en ocasiones con la consulta a la 
ciudadanía, de modificar una Constitución existente, pero dentro de los cauces 
determinados por la Constitución misma.”33 
 
En línea con lo anterior, el Tribunal Constitucional colombiano decantó que el 
poder constituyente originario, se caracterizaba por ser un poder permanente, 
absoluto, sin límites y sin control jurisdiccional, cuya validez se derivaba de la 
voluntad del pueblo; tal como lo indica esta corporación, se trata de actos 
fundacionales y por ellos escapa del control judicial34. Por el contrario, el poder 
constituyente derivado se ejerce bajo las condiciones establecidas en la 
Constitución. Tales condiciones como la competencia, los procedimientos, los 
mecanismos, las cuales delimitan el ejercicio de este poder constituyente.35 
 
Con anterioridad a la Sentencia C-551 de 2003 la Corte Constitucional, 
afirmaba reiteradamente que su competencia respecto al estudio de 
constitucionalidad sobre los actos reformatorios de la Constitución era 
únicamente sobre los vicios formales en sentido estricto, excluyendo de su 
competencia cualquier tipo de control material puesto que resultaba obvio que 
las modificaciones o reformas que fueran aprobadas serían contrarias al 
contenido normativo de la constitución vigente puesto que el objetivo de esta 
era la modificación de sus mandatos. 
                                                 
33 CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-551 de 03, MP. Eduardo Montealegre Lynett. 
Disponible en http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2003/C-551-03.htm 
34 CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C 544 de 1994. MP. Alejandro Martínez Caballero 
35Ibidem. 
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No obstante, a partir del año 2003 se abrió una postura jurisprudencial a 
propósito del control de constitucionalidad de los Actos Legislativos cuando 
mediante la Sentencia C-551 de 2003 la Corte Constitucional acogió la teoría 
de los límites competenciales del poder de reforma, según la cual, dentro del 
juicio de constitucionalidad, dicha corporación establece la necesidad del 
análisis de la competencia como un punto esencial dentro del estudio del 
cumplimiento del trámite formal. 
 
Respecto de la competencia como un vicio de procedimiento el Tribunal 
constitucional en la suscitada sentencia aclara que el análisis en la formación 
del acto reformatorio no se agota únicamente en el cumplimiento de todos los 
requisitos que consagra la Constitución, sino que a esto se suma la necesidad 
que todo el procedimiento haya sido adelantado por el órgano designado para 
adelantar dicha reforma36. En línea con lo anterior la corte puntualizó qué: 
 
(...) Cuando la Constitución adjudica a la Corte el control de los vicios 
de procedimiento en la formación de una reforma constitucional en 
general, y de una ley que convoca un referendo en particular, no sólo le 
atribuye el conocimiento de la regularidad del trámite como tal, sino que 
también le confiere competencia para que examine si el Constituyente 
derivado, al ejercer el poder de reforma, incurrió o no en un vicio de 
competencia37 
 
Análisis al que se llega a partir de tres argumentos. En primer lugar, la Corte 
Constitucional parte de la diferencia entre el poder constituyente primario u 
originario y el poder de reforma o el poder constituyente derivado, puesto que, 
como se mencionó anteriormente, el poder originario es la máxima expresión 
                                                 
36 JARAMILLO GIRALDO,Juan Esteban. La problemática de los límites al poder de reforma 
de la Constitución Política de 1991. Revista Facultad De Derecho Y Ciencias Políticas. Vol. 
43, No. 118 / p. 309-348 Medellín - Colombia. Enero-Junio de 2013, ISSN 0120-3886  
37 CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-551 de 03, MP. Eduardo Montealegre Lynett. 
Disponible en http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2003/C-551-03.htm 
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de la voluntad del pueblo, razón por la cual no tiene limites en el ejercicio del 
poder constituyente, mientras que el poder constituyente derivado, realmente 
es un poder de reforma el cual contiene limites establecidos en la Constitución. 
 
En segundo lugar, la Corte se remite a la lectura del artículo 374 constitucional, 
en donde se establecen las formas de reformar la constitución, es decir, que 
según el contenido mismo de la Constitución el poder constituyente derivado 
cuenta únicamente con la competencia de reformar, no de cambiar o sustituir 
la constitución. Motivo por lo cual la corte afirma: 
 
Resulta entonces claro que lo único que la Carta autoriza es que se 
reforme la Constitución vigente, pero no establece que ésta puede ser 
sustituida por otra Constitución. Al limitar la competencia del poder 
reformatorio a modificar la Constitución de 1991, debe entenderse que la 
Constitución debe conservar su identidad en su conjunto y desde una 
perspectiva material, a pesar de las reformas que se le introduzcan. Es 
decir, que el poder de reforma puede modificar cualquier disposición del 
texto vigente, pero sin que tales reformas supongan la supresión de la 
Constitución vigente o su sustitución por una nueva Constitución. Y es 
que el título XIII habla de la “reforma” de la Constitución de 1991, pero en 
ningún caso de su eliminación o sustitución por otra Constitución distinta, 
lo cual solo puede ser obra del constituyente originario.38 
 
Por último, la Corte trae a colación el principio de legalidad de los servidores 
públicos, el cual ha sido definido por esta corporación en pronunciamientos 
anteriores como: 
 
El principio constitucional de la legalidad tiene una doble condición de un 
lado es el principio rector del ejercicio del poder y del otro, es el principio 
rector del derecho sancionador. 
Como principio rector del ejercicio del poder se entiende que no existe 
facultad, función o acto que puedan desarrollar los servidores públicos 
que no esté prescrito, definido o establecido en forma expresa, clara y 
precisa en la ley. Este principio exige que todos los funcionarios del 
                                                 
38 Ibídem.  
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Estado actúen siempre sujetándose al ordenamiento jurídico que 
establece la Constitución y lo desarrollan las demás reglas jurídicas.39 
 
En este sentido, debido a que la constitución contempla de forma expresa 
unicamente la posibilidad de reformar la Constitución, en virtud del principio de 
legalidad, la competencia de realizar un cambio tal que implique la sustitución 
de la Constitución es inexistente.  
 
Respecto de los contenidos de la Constitución que se encuentran excluidos de 
la capacidad de reformar por medio del ejercicio del poder constituyente 
derivado la Corte afirmó que, aunque no existen clausulas pétreas40 o 
inmodificables, se deben tener en cuenta los principios, valores y las normas 
que se encuentran en el bloque de constitucionalidad debido a que estos son 
los ejes fundamentales de la Constitución de 1991.41 
El tribunal constitucional en diversas sentencias ha reconocido como principios 
definitorios del Estado Colombiano, los siguientes42: En primer lugar, los 
                                                 
39 CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-710 de 2001. MP. Jaime Córdoba Triviño 
Disponible. en http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2001/C-710-01.htm 
cional.gov.co/relatoria/2001/C-710-01.htm.  
40 Las cuales pueden ser temporales, circunstanciales y axiológicas.  Las primeras, es decir 
las temporales, se contemplan como aquellas que limitan la reforma constitucional durante un 
lapso de tiempo. Ese periodo de tiempo en el que no se puede reformar, de manera parcial o 
total la Constitución, debe estar expresamente consignado, bien en el mismo artículo que se 
eleva a la categoría de pétreo o en otro que haga referencia o reenvío a éste. 
La segundas, las circunstanciales son aquellas que prohíben la reforma constitucional bajo 
ciertas circunstancias de tipo fáctico. Esta limitación se puede presentar respecto al contenido 
total de la Constitución o respecto de parte de su articulado. 
Y por último, las axiologicas están representadas en aquellas que limitan la reforma 
constitucional en virtud de la importancia de su contenido, del enorme aprecio constitucional 
que un pueblo le reconoce a una regulación específica.  
Tomado de: SANCHEZ ARTEAGA,Limites al poder de reforma de la Constitución politica: de 
las cláusulas pétreas a los límites materiales. Revista Nuevos Paradigmas de las Ciencias 
Sociales Latinoamericanas (en línea).  Vol. IX N.º 18 julio-diciembre 2018 .2 de mayo de 2018 
[Consutado: el 28 de marzo de 2019. Disponible en 
http://www.ilae.edu.co/Ilae_OjsRev/index.php/NPVol-VII-Nro14/article/view/273/422 
41 JARAMILLO GIRALDO,Juan Esteban. Op. Cit. p.18. 
42 Moreno Millán, Franklin. “La tesis de los límites competenciales al poder de reforma de la 
Constitución de Colombia de 1991: una mirada crítica desde la discrecionalidad judicial”, 
en Anuario Iberoamericano de Justicia Constitucional, n.º 20, 2016, pp. 257 a 285, disponible 
en [https://recyt.fecyt.es/index.php/AIJC/article/view/54267/32938]. 
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principios del carácter propio del estado colombiano como un Estado social y 
democratico de Derecho, tambien como un estado constitucional republicano, 
democrático, participativo, pluralista y con autonomía en sus entes territoriales. 
 
En segundo lugar, encontramos los principios relacionados con el régimen 
político, es decir, el sistema de gobierno presidencial, el principio de 
separación de poderes y de pesos y contra pesos. 
 
En tercer lugar, los principios relacionados con la función publcia, esto es, la 
moralidad publica, la prevalencia del interés general y la competencia del 
funcionario público. 
 
De igual manera, la Corte Constitucional en Sentencia C- 1200 de 2003, 
estableció que hay ciertas actuaciones que aún cuando recaigan sobre los 
principios o ejes fundamentales y definitorios de nuestra Constitución Politica 
no constituyen sustituciones parciales, como lo son:  
 
1. Las reformulaciones positivas, es decir, el cambio de redacción de una 
norma sin la sustitución de su esencial, como por ejemplo, “estado de 
derecho, social y democrático” reformulado por “estado democrático y 
social de derecho”. 
 
2. Las reconceptualizaciones, que se presenta cuando se cambia la 
conceptualización que se tenia de un valor o principio protegido en la 
Constitución, el ejemplo planteado por la Corte es: “el pueblo es el único 
titular de soberanía” y se cambia tal concepto por “la soberanía reside 
exclusiva e indivisiblemente en el pueblo. 
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3. Las excepciones específicas, es decir, cuando se crea una salvedad a 
una norma o precepto general, pero la aplicación de esta norma general 
se sigue aplicando, como, por ejemplo: La constitución establece la 
prohibición de la imposición de penas perpetuas, pero lo exceptúa en el 
caso de la inhabilidad indefinida por pérdida de la investidura. 
 
4. Las limitaciones o restricciones, es decir, la armonización de valores e 
intereses enfrentados mediante la imposición de límites y restricciones 
como por ejemplo, el derecho fundamental de la libertad de prensa 
contiene un límite respecto a la honra.   
 
De esta manera, se concluye que en caso de alterarse alguno de los 
contenidos fundamentales de la constitución -y siempre que no se trate de los 
actos anteriormente mencionados- el poder de reforma excedería su 
competencia pues estaría sustituyendo la constitución y no reformándola. 
 
El concepto de sustitución43 de la constitución adoptado por la jurisprudencia 
constitucional colombiana parte de la diferencia planteada entre los conceptos 
de intangibilidad e insustituibilidad, puesto que en la sentencia C-1200 de 2003 
la Corte Constitucional define la intangibilidad como la imposibilidad de tocar 
el núcleo de un principio fundamental o un principio definitorio de la 
Constitución, mientras que la prohibición de sustitución consiste en la 
                                                 
43 Sobre el particular: RAMIREZ CLEVES, Gonzalo A. “Limites de la reforma cosntitucional en 
Colombia. El concepto de constitución como fundamento de restricción”.Universidad 
Externado de Colombia. Bogotá D.C.,2003; ALÁEZ CORRAL,Benito.”Los limites materiales a 
la reforma de la Constitución española de 1978”, Madrid,Centro de Estudios Politicos y 
Constitucionales,2000; CAJAS-SARRIA, Mario, Los jueces de las reformas: control de las 
reformas constitucionales en Colombia (1a ed., Universidad ICESI, Cali, 2008). Disponible en: 
https:// 
bibliotecadigital.icesi.edu.co/biblioteca_digital/bitstream/10906/2333/8/control_judicial_reform
a_constitucional.pdf;  FAJARDO Arturo, Luis Andrés & González-Cuervo, Mauricio,”La 
sustitución de la Constitución: un análisis teórico, jurisprudencial y comparado” 1a ed., 
Universidad Sergio Arboleda, Bogotá, 2015.   
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imposibilidad de transformar el contenido de una constitución por otra 
totalmente diferente. 
 
De esta manera, la Corte plantea que la intangibilidad representa un nivel de 
rigidez constitucional más estricto en tanto que, los principios definitorios de la 
constitución y su núcleo esencial no pueden ser modificados ni cambiados, por 
el contrario, la insustituibilidad no impide que estos sean cambiados o 
reformados de forma individual siempre y cuando la reforma que se realice a 
los mismos no sea de tal magnitud que termine cambiando la constitución por 
otra.44 
 
Es así como el concepto de sustitución que le interesa a la Corte es el que 
constituye un límite al poder de reforma, es este sentido define la sustitución 
como “(…) un cambio total de la Constitución por cambio de su fuente de 
legitimidad y se presenta cuando se da una ruptura, de manera que la nueva 
Constitución no pueda tenerse como la continuación de la anterior, sino como 
una distinta, producto de un nuevo acto constituyente. En esos eventos, la 
Constitución nueva no deriva su validez de la anterior, sino de una nueva 
manifestación del poder constituyente primario.”45  
 
Es decir, en tal caso la constitución que existía dejará de existir y perderá toda 
fuente de validez, siendo la nueva constitución la única vigente. De este modo 
es evidente como el concepto de sustitución, aun cuando se analice desde la 
perspectiva formal, trasciende a la dimensión material y por tanto el análisis 
que se da respecto de la sustitución es cualitativo y no cuantitativo.  
 
                                                 
44 CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-1200 de 2003. MP. Manuel Jose Cepeda 
Espinosa, Rodrigo Escobar Gil, Disponible en: 
http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2003/C-1200-03.htm 
45 CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C- 970 de 2004. MP. Rodrigo Escobar Gil  
Disponible en: http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2004/C-970-04.htm 
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Motivo por el cual la Corte en Sentencia C- 970 de 2004 planteó por primera 
vez la metodología que se debe emplear para realizar el examen de 
sustitución, reiterando siempre que tal examen no se trata de una valoración 
de fondo, es decir, del contenido del acto reformatorio, sino que se trata de un 
juicio que busca determinar si el órgano que expidió la reforma es el 
competente para hacerlo. 
 
En esta sentencia la Corte establece que para la procedencia del análisis de 
sustitución se debe identificar en primer lugar la premisa mayor, la cual estará 
conformada por aquellos elementos definitorios de la identidad de la 
Constitución que se supone han sido sustituidos por el acto reformatorio. Esto 
permite a la Corte delimitar los parámetros normativos que serán estudiados 
en el examen de constitucionalidad. 
 
El elemento definitorio debe tratarse de un enunciado específico, es decir, la 
premisa mayor debe plantear de forma concreta como un elemento definitorio 
ha sido instituido en la constitución colombiana y, por tanto, hace parte de su 
identidad. 
 
En segundo lugar, se debe proceder a realizar el estudio del precepto acusado, 
buscando establecer el alcance jurídico en correspondencia con el elemento 
definitorio indicado en la premisa mayor a partir de los parámetros normativos 
delimitados. 
 
Al comparar las dos premisas será posible determinar si la premisa menor 
logró o no remplazar un elementen definitorio de la constitución por otro 
totalmente diferente y de esta manera determinar si se incurrió en un vicio de 
competencia.46 
                                                 
46 Ibidem.  
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En este mismo sentido, la Corte Constitucional en sentencia del 2012 describió 
la metodología para establecer y limitar la premisa mayor necesaria en el juicio 
de sustitución, de la siguiente manera: 
 
En primer lugar, se debe anunciar con total claridad cual es elemento 
definitorio; en segundo lugar, se debe enunciar cuales son los referentes 
normativos que la constitución consagra de dicho elemento; en tercer lugar, se 
debe demostrar la razón de su esencialidad y el motivo por el cual es 
considerado definitorio de la identidad de la Constitución considerada como 
una integridad; en cuarto lugar, se debe verificar que este elemento no se 
reduzca a un único articulo de la constitución puesto que de ser así se estaría 
estableciendo tal precepto como una cláusula pétrea o inmodificable; en quinto 
lugar corresponde realizar un análisis del elemento esencial, puesto que esto 
no equivaldría a la fijación de límites materiales intocables, para evitar que esto 
derive en un control de violación del elemento.47 
 
Por último, una vez realizado los pasos anteriormente mencionados, la corte 
debe determinar si dicho elemento definitorio de la Constitución ha sido 
reemplazado y si ese nuevo elemento es íntegramente diferente a los demás 
elementos definitorios de la identidad de la Constitución anterior.48 
 
Así mismo, la Corte en sentencia C-1040 de 2005 enunció los criterios 
decantados por la jurisprudencia respecto al concepto de sustitución entre los 
cuales se encuentran: 
 
                                                 
47 CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-170 de 2012.MP. Jorge Iván Palacio Palacio, 
Disponible en: http://www.corteconstitucional.gov.co/RELATORIA/2012/C-170-12.htm. 
48 Ibidem.  
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a)  Que el poder de reforma establecido en la constitución este sujeto a 
los limites competenciales.  
 
b)  Que debido a estos limites competenciales únicamente esta permitido 
la reforma y no la sustitución de la constitución.  
 
c) Que para determinar si el cambio ha suscitado una sustitución 
constitucional es necesario tener en cuenta los valores del 
ordenamiento constitucional, pues son estos que le dan su identidad. 
 
d) Que, si bien existen principios definitorios, no existen clausulas 
inmodificables y por tanto todos los preceptos puede ser objeto de 
reforma. 
 
e) Que el poder de reforma no puede derogar o alterar o cambiar en su 
integridad la Constitución. 
 
f) Que solo el constituyente primario u originario es quien cuenta con la 
competencia para realizar una reforma. 
 
En este mismo sentido, a partir de la definición de sustitución y del 
procedimiento establecido para ello la Corte Constitucional en sentencia C-
1040 de 2005, diferenció el juicio de sustitución, del juicio de intangibildiad, y 
del juicio control material de la siguiente: 
 
La premisa mayor del juicio de sustitución no está específicamente 
plasmada en un artículo de la Constitución, sino que es toda la 
Constitución entendida a la luz de los elementos esenciales que definen 
su identidad. Además, en el juicio de sustitución no se verifica si existe 
una contradicción entre normas -como sucede típicamente en el control 
material ordinario-, ni se registra si se presenta la violación de un principio 
o regla intocable -como sucede en el juicio de intangibilidad-, sino que 
mediante el juicio de sustitución (a) se aprecia si la reforma introduce un 
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nuevo elemento esencial a la Constitución, (b) se analiza si éste 
reemplaza al originalmente adoptado por el constituyente y, luego, (c) se 
compara el nuevo principio con el anterior para verificar, no si son 
distintos, lo cual siempre ocurrirá, sino si son opuestos o integralmente 
diferentes, al punto que resulten incompatibles.49  
 
Finalmente, la Corte Constitucional concluye en su línea jurisprudencial sobre 
los límites materiales al poder de reforma primero que las demandas que 
versen sobre la competencia, al tratarse de un vicio formal cuentan con el 
término de caducidad de un año. Segundo, respecto del juicio de sustitución 
que este no es un juicio de intangibilidad, ni tampoco un juicio de contenido 
material y que el concepto de sustitución no es un concepto acabado o 
definitivamente tratado que permitan identificar la totalidad de las hipótesis que 
lo caracterizan. 
 
Por otra parte, se puede afirmar que dentro de la clasificación de los límites al 
poder de reforma el Tribunal Constitucional mediante la teoría de la 
inconstitucionalidad por sustitución ha reconocido la existencia de unos límites 
intrínsecos al poder de reforma que se encuentran dentro de la Constitución o 
en el bloque de constitucionalidad.50 
 
1. DE LAS DECLARATORIAS DE INEXEQUIBILIDAD DEL ACTO 
LEGISLATIVO 02 DE 2015 
 
El Acto Legislativo 02 de 2015 fue publicado en el diario oficial el día 1 de julio 
de 2015.  Este acto reformatorio de la Constitución fue objeto de varias 
demandas de inconstitucionalidad, cuyo resultado arrojó, las siguientes 
                                                 
49 CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-1040 de 2005. MP. Manuel José Cepeda 
Espinosa,Rodrigo Escobar Gil, Marco Gerardo Monroy Cabra, Humberto Antonio Sierra Porto, 
Álvaro Tafur Galvis, Clara Inés Vargas Hernánde, Disponible en 
http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2005/c-1040-05.htm 
50 JARAMILLO GIRALDO,Juan Esteban. Op. Cit. . p.15. 
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decisiones: sentencia C-053 de 2016, sentencia C-285 de 2016, sentencia C-
373 de 2016, sentencia C-094 de 2017, sentencia C- 112 de 2017, la sentencia 
C-053 de 2016 y la sentencia C-290 de 2017. En ellas, las decisiciones 
adoptadas finalmente declararon la exequibilidad de las normas objeto de 
demandas, o fueron resueltas a través de la declaratoria de inhibición por parte 
de la Corte, a razón de la inpetitud de la demanda. Sin embargo, dentro de las 
demandas presentadas las sentencias C-373 de 2016 y la sentencia C-285 de 
2016 la Corte Constitucional mediante la declaratoria de inconstitucionalidad 
modificó el gobierno de la Rama Judicial, asi como el tribunal de aforados las 
cuales son objeto de nuestro estudio. 
 
 
1.1. DEL GOBIERNO JUDICIAL 
 
 
Mediante la sentencia C-285 de 2016 fueron declaradas inconstitucionales los 
artículos 15,16,17 y 18, que establecían el nuevo diseño del gobierno judicial, 
lo que trajo como consecuencia revivir al Consejo Superior de la Judicatura, 
respecto a su sala administrativa. Decisión que será analizada en el presente 
acápite de la siguiente manera: 
 
 
1.1.1. Normas demandadas:  
 
Los accionantes demandaron parcialmente los artículos 15 y 26, así como la 
totalidad de los artículos 16, 17, 18 y 19 del Acto Legislativo 02 de 2015. 
1.1.2. Fundamentos de la demanda 
 
La Corte Constitucional concluye que este contenido normativo constituía una 
sustitución a la Constitución por las siguientes razones: 
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1. El nuevo modelo de gobierno y administración de la Rama Judicial 
previsto en el Acto Legislativo suprimió los principios esenciales del 
texto constitucional que orientan la definición de la estructura del 
Estado en general y la del Poder Judicial en especial: la 
independencia y la autonomía judicial. 
 
2. Para el accionante, estos dos principios son elementos definitorios 
del ordenamiento superior que no podían ser sustituidos o 
eliminados por el Congreso, ya que constituyen el fundamento de la 
organización del Estado, de las relaciones entre los poderes 
públicos y de la configuración especial de la Rama Judicial. Para el 
peticionario los principios de autonomía y de independencia judicial 
irradiaron todo el modelo de estado establecido en la constitución de 
1991. 
 
El accionante trae a colación lo manifestado en el proceso de la 
constituyente, puesto que dentro del mismo se buscaba darle fuerza 
al poder judicial mediante la creación de organismos autónomos de 
dirección, administración y manejo de su presupuesto. 
 
En este mismo sentido, el accionante sustenta la fundamentalidad 
de los principios de autonomía e independencia judicial del mismo 
contenido de la constitución, puesto que, de su misma lectura, se 
puede evidenciar cómo estas directrices irradiaron a todo el 
ordenamiento superior. 
 
3. A consideración del demandante estos dos principios son 
reemplazados mediante el nuevo sistema de gobierno propuesto por 
el Acto Legislativo 02 de 2015, debido a que, en este se debilita la 
independencia del poder judicial respecto a las otras ramas del 
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poder público de la siguiente manera: por una parte  los miembros 
del consejo de gobierno judicial no se dedicarían exclusivamente a 
la administración de la rama judicial puesto que los presidentes de 
las Altas Cortes además de ejercer funciones judiciales, ejercen 
también la presidencia de las mismas; de igual forma que sucede 
con el representante de los jueces y magistrados de los tribunales, 
que desarrollan funciones jurisdiccionales, y por último con el 
representante de los empleados judiciales, puesto que estos tienen 
a su cargo otras labores. 
 
En este mismo sentido, se ve perjudicada la continuidad de la 
gestión de la rama judicial, puesto que los presidentes de las Altas 
Cortes son elegidos cada año. Por otra parte, se autoriza 
expresamente la facultad del ejecutivo para intervenir en la gestión 
de la rama judicial ya que los Ministros del Despacho y los Directores 
de departamentos administrativos pueden participar51 de las 
reuniones del Concejo de Gobierno Judicial, perjudicando así la 
autonomía del poder judicial. 
 
Por último, el cargo de Gerente de la Rama judicial presenta 
problemas de la manera que esta concebido puesto que se le 
asignan dos funciones que son incompatibles entre si, debido a que 
el Gerente participa en el Concejo de Gobierno judicial, órgano 
encargado de establecer las políticas de gestión, y la ejecución de 
estas puesto que el control queda radicado en el mismo órgano 
controlado  
                                                 
51 El articulo 254 de Alcto Legislativo estableció: la ley estatutaria quien podrá determinar los 
temas específicos para los cuales los ministros del despacho los directores de departamento 
administrativo, el Fiscal General de la Nación, así como representantes de académicos y de 
los abogados litigantes participarán en las reuniones del Consejo de Gobierno Judicial. 
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1.1.3. Fundamentos de la Decisión 
 
La Corte Constitucional para el estudio del cargo que fue declarado 
inconstitucional en la sentencia C-285 de 2016 parte de establecer si existe un 
pilar fundamental que se vea sustituido por otro completamente diferente con 
la reforma que el Acto Legislativo le introduce a la Constitución mediante los 
artículos que suprimen el Consejo Superior de la Judicatura y crean nuevos 
órganos en reemplazo de este. 
 
En efecto, la Corte identifica eje esencial de la Constitución de 1991 el 
autogobierno judicial, el cual, en línea con lo anterior puede ser modificado por 
el poder derivado, es decir, el congreso, pero de ninguna forma sustituido o 
suprimido dentro del contenido de la Constitución.  
 
El autogobierno judicial en palabras de la Corte Constitucional en la 
mencionada sentencia es “La capacidad de la Rama Judicial para gestionarse 
y conducirse por sí misma, sin la dependencia e interferencia de otros poderes 
y órganos del Estado, materializa los principios de independencia y de 
autonomía judicial, que a su vez son parte integral del principio de separación 
de poderes como elemento esencial del ordenamiento superior.”52 
 
De igual manera, la Corte estableció el alcance de este pilar definiéndolo como 
un elemento de tipo orgánico, motivo por el cual, las instancias encargadas del 
manejo de la Rama Judicial deben ser endógenas a este mismo poder. Lo 
anterior quiere decir que para el ejercicio y cumplimiento de este principio es 
necesario una institucionalidad externa que sea capaz  de dirigirla en primer 
                                                 
52 CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-2.85 de 2016. MP. Luis Guillermo Guerrero 
Pérez. Disponible en: http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2016/c-285-
16.htm#_ftnref54 
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lugar, como una entidad que tiene a su cargo el manejo y gestión de las 
garantías institucionales propias de la independencia judicial, mediante el 
ejercicio de las  actividades como la vinculación de los operadores juridicos al 
sistema judicial, las condiciones para el ejercicio de la función jurisdiccional, 
asi como el suministro técnico y humano para la Rama judicial.  
 
En segundo lugar, es necesaria una institucionalidad capaz de materializar los 
fines del Estado, como la realización de los fines de la justicia, cuyo significado 
no es otro que el de satisfacer las necesidades y derechos de los ciudadanos. 
 
El carácter endógeno propio y necesario según el autogobierno judicial, y que 
está presente en el sistema de gobierno y administración de la Rama Judicial 
consagrado en la legislación anterior al Acto Legislativo 02 de 2015, se 
materializa en los siguientes elementos: en primer lugar, la conformación de 
un Órgano de autogobierno, es decir, el Consejo Superior de la Judicatura, 
compuesto por magistrados; en segundo lugar, la elección de los magistrados 
del Consejo Superior de la Judicatura se realiza por los órganos máximos de 
cada una de las jurisdicciones; y, por último, mediante el requisito de ser 
abogados y haber ejercido con buen criterio la profesión.  
 
Pues bien, al analizar la Corte si la reforma respetaba el carácter endógeno 
propio del principio de autogobierno concluyó que aunque formalmente la 
reforma constitucional consagra dos órganos encargados del gobierno y la 
administración de la Rama Judicial: el  Consejo de Gobierno Judicial y  la 
Gerencia de la Rama Judicial, este último es un órgano de ejecución 
subordinado al Consejo de Gobierno Judicial que es el encargado de gestionar 
la Rama judicial; con lo cual, materialmente no existe un sistema órganico 
institucionalizado.  
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Aunado a lo anterior, la Corte argumenta que, aunque los entes encargados 
del gobierno y de la administración se encuentran dentro de la Rama Judicial, 
al mismo tiempo, la creación de un sistema vulnerable a las interferencias de 
actores e instituciones ajenas a la Rama Judicial desvirtúa el carácter 
endógeno que el principio de autogobierno judicial requiereendógeno al poder 
judicial. Ejemplo de ello es la participación de los Ministros (quienes hacen 
parte del Gobierno Nacional) en el Consejo de Gobierno Judicial.  
 
Finalmente, la Corte agrega que la estructura institucional que se le otogó a 
los órganos consagrados en el Acto Legislativo, al interior de la Rama judicial, 
les impide cumplir con su objetivo funcional principal. Lo anterior, en tanto que, 
por ejemplo, la Gerencia de la Rama Judicial –aparentemente subordinada al 
órgano de gobierno judicial– se encarga, entre otras, de promover el apoyo 
administrativo y logístico del Consejo de Gobierno Judicial; de ahí que, en 
realidad, el ejercicio de las funciones encargadas al Consejo de Gobierno 
Judicial esté determinada por el desempeño y decisiones operativas de la 
Gerencia de la Rama.  
 
Ahora, respecto de la materialización de la autonomía en el marco de la 
separación de poderes, la Corte precisa que la autonomía –en general– 
corresponde a la entrega a cada una de las ramas del poder público –cada 
una, titulares principales de una función del Estado– de la capacidad para 
desenvolverse y desplegar sus actividades por sí mismos y para 
autogobernarse. Por regla general esta capacidad de autogestión se 
encuentra en cabeza de cada titular de la función que corresponda, sin 
embargo, como la función jurisdiccional es ejercida por un sinnúmero de 
funcionarios que la desarrollan de manera independiente a lo largo del país, 
esta circunstancia exige un diseño orgánico y particular del órgano de gobierno 
judicial que se encargue de la gestión independiente de la Rama judicial.  
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En línea con lo anterior, respecto de la materialziación de este principio, la 
Corte establece que es necesario que el órgano de autogobierno esté 
equipado con una autonomía externa e interna, la primera se refiere a que la 
actividad de gobierno judicial sea ejercida libre de injerencia ajena a la propia 
Rama Judicial y por virtud de la autonomía interna el órgano de gobierno 
judicial debe estar orientado a satisfacer las necesidades de la administración 
de justicia sin la injerencia de intereses gremiales o de cualquier otro tipo. 
 
Es importante resaltar que la autonomía judicial en su ámbito de autogobierno 
trasciende los aspectos operativos y financieros que usualmente se le otorgan 
como presupuesto de la independencia judicial, puesto que la noción de 
autogestión y las labores necesarias para ello van dirigidas, desde la 
perspectiva del gobierno judicial, a una pronta y cumplida administración de 
justicia.  
 
Los principios de autogobierno y  autonomía judicial se encontraban 
asegurados en el modelo del Consejo Superior de la Judicatura mediante el 
ejercicio permanente –y no ocasional– de las funciones de gobierno judicial en 
cabeza de la Sala administrativa, puesto que de esta forma permanentemente 
se desarrolla el total de las competencias relacionadas con el gobierno y la 
administración de la Rama Judicial; el mismo modelo del Consejo Superior 
garantizaba los mencionados principios con los magistrados que conformaban 
la Sala administrativa del Consejo Superior, pues comoquiera que se trataba 
de funcionarios permanentes de la Sala administrativa del Consejo Superior 
de la Judicatura, ello aseguraba evitar la concurrencia de otros intereses –
personales o gremiales– que obstaculizaran el desarrollo de sus funciones 
dentro del órgano de gobierno judicial. 
 
En el modelo de gobierno y administración de la Rama Judicial que fue 
propuesto en el Acto Legislativo 02 del 2015, la ausencia de los dos 
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presupuestos que fueron mencionados en el párrafo anterior permitió a la 
Corte concluir que el principio de autonomía judicial se veía suprimido. Las 
razones estriban principalmente en que no todos los miembros que 
conformarían el Consejo de Gobierno Judicial tienen el carácter de 
funcionarios permanentes en dicho órgano, por lo que, no solo se deja 
desprovista a la administración de justicia de la permanencia con que debe 
contar la independencia judicial, sino que, además, en los miembros que 
conformarían el Consejo de Gobierno Judicial confluye otra calidad: la de juez 
de la república en la jurisdicción que le corresponda a cada cual, por lo que el 
ejercicio de sus funciones como miembros del Consejo de Gobierno Judicial 
podría verse influido por intereses gremiales incompatibles con el ejercicio de 
la administración. 
 
Los argumentos señalados fueron suficientes para que de forma clara y 
rotunda la Corte concluyera que el nuevo modelo, aunque nominalmente 
apuntaba a cumplir con los mismos objetivos y parámetros que consagraba el 
modelo anterior, carece de aptitud para lograrlo puesto que la estructura y 
distribución competencial no cumple con los parámetros establecidos de la 
autonomía judicial. 
 
Finalmente, la Corte decidió que la supresión del Consejo Superior de la 
Judicatura y su reemplazo con la estructura del Consejo de Gobierno Judicial 
no respeta la idea de autogobierno judicial como presupuesto de la autonomía 
y la independencia judicial y del principio de separación de poderes. Lo 
anterior, siguiendo el razonamiento de la Corte Constitucional, pretende alterar 
uno de los pilares fundamentales de la Constitución de 1991, lo que redunda 
en una sustitución parcial de la misma, cuestión que no es de competencia del 
Congreso de la República.   
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1.1.4.  Comentarios a la Sentencia C-285 de 2016 
 
La mencionada sentencia, no obstante, incurre en varios errores que se 
evidencian de su lectura minuciosa y detallada. En primer lugar, durante la 
lectura de toda la sentencia es posible apreciar que la Corte comete un error 
en la aplicación de la metodología del juicio de sustitución, puesto que, define 
la premisa mayor –también conocida en el juicio de sustitución como el 
elemento estructural o eje definitorio de la Constitución– en función del 
principio de independencia y autonomía judicial, del cual se deriva el 
autogobierno judicial.  
 
Es claro que la independencia y autonomía judicial son elementos y pilares 
estructurales de la Constitución, sin embargo, cuando la Corte entra a definir 
el contenido del autogobierno no lo enuncia ni enmarca en diferentes apartes 
normativos del texto constitucional, sino que la definición se basa en las 
características y normas que se encuentran plasmadas para el Consejo 
Superior de la Judicatura, convirtiendo de esta manera los rasgos y la forma 
en que está concebido este órgano, en parte del autogobierno judicial como 
eje definitorio de la Constitución para construir la premisa mayor que se usó 
en la decisión que viene comentándose, prescindiendo de motivar en debida 
forma las razones que llevaron a la Corporación a concluir esa pertenencia.  
 
En este mismo sentido, el magistrado Alejandro Linares Cantillo, en el 
salvamento de voto, explica cómo la mayoría de la Corte confunde el principio 
de autogobierno con el diseño específico en el que se concreta53, puesto que, 
                                                 
53 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-285 de 2016. Salvamento de Voto. M.P.: 
Alejandro Linares Cantillo: “En la sentencia C-285 de 2016 la Corte expone lo que a su juicio 
es el contenido del pilar esencial del autogobierno judicial. Tal explicación es problemática por 
cuanto asume que las características del autogobierno judicial coinciden con el sistema de 
administración y gobierno de la Rama Judicial que el Constituyente de 1991 decidió crear. En 
otras palabras, la definición que da la Corte del autogobierno judicial se basa en las 
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según su razonamiento, las características que componen el contenido del 
principio de autogobierno judicial, esgrimidas por la Corte, no son del todo 
acertadas. 
 
A lo largo de la decisión, la Corte identificó las siguientes cuatro características 
del autogobierno judicial: (i) primero, el autogobierno se concreta en una 
exigencia orgánica, por lo cual las dependencias o entidades encargadas de 
la conducción de la Rama judicial no solo deben ser endógenas sino que, 
además, deben estar alejadas del ejercicio de la función jurisdiccional; (ii) 
segundo, el autogobierno es exclusivo de la Rama Judicial, debido a que se 
refiere a la capacidad que tiene la rama para auto gestionarse y conducirse 
por sí misma sin la interferencia de ningún otro órgano o poder, esto como 
garantía de la independencia judicial; (iii) en tercer lugar, es instrumental en 
tanto que es un medio para promover la independencia judicial, el 
autogobierno es instrumental desde el punto de vista de la efectividad de los 
derechos y libertades de las personas; (iv) finalmente, el autogobierno, en el 
razonamiento de la Corte, implica que las funciones de administración y 
gobierno solo pueden estar radicadas en la Rama judicial.  
 
Al respecto de las características tercera y cuarta, en efecto se consideran 
como manifestaciones claras del principio de independencia judicial, puesto 
que mediante ellas es que se logra que la dimensión del autogobierno funcione 
adecuadamente. 
 
Ahora respecto de las otras dos características, en opinión del magistrado 
Linares, no es posible evidenciar dentro de los argumentos aportados por la 
Corte la manera en que, según el mandato constitucional, estas hacen parte 
                                                 
características del Consejo Superior de la Judicatura, haciendo de esta forma inmodificable 
algunos de los rasgos de este órgano (…)”.  
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del contenido del autogobierno. En primer lugar, en relación con la necesidad 
de que un órgano endógeno sea quien se encargue de la administración de la 
Rama Judicial, lo cierto es que la Corte carece de una motivación normativa al 
menos convincente; los únicos dos artículos constitucionales que se refieren a 
la exigencia que se viene comentando están contenidos en la disciplina 
normativa del Consejo Superior de la Judicatura (artículos 254 a 257 de la 
Constitución), por esa razón es que la sentencia, de manera errática, se vale 
del principio de separación de poderes para sustentar su posición, sin reparar 
en que este principio fue concebido para las relaciones entre las distintas 
ramas del poder público y no para la asignación de las competencias dentro 
de cada una. 
 
En segundo lugar, la característica según la cual el órgano encargado del 
gobierno y la administración de la Rama Judicial se encuentre integrado por 
personas que no ejercen funciones jurisdiccionales y la exclusividad en 
relación con este punto la Corte ignora totalmente la interpretación que ella 
misma ha realizado respecto a el principio de separación de poderes puesto 
que en diferentes pronunciamientos ha manifestado que el ordenamiento 
colombiano adopta un sistema flexible de atribuciones de funciones del poder 
público, es así como consagra la colaboración armónica de los diferentes 
órganos y ramas del poder público54.  
 
Este es otro de los errores que comete la sentencia; en su afán por justificar 
las características del autogobierno judicial, la Corte hace una lectura errónea 
del principio de separación de poderes, puesto que lo define con dos 
exigencias: la primera, es que se requiere identificar los roles del Estado y 
asignar a cada una de las ramas del poder público, y de los órganos, de forma 
                                                 
54 CORTE CONSTITUCIONAL, Salvamento de voto del magistrado Alejandro Linares Cantillo 
a la Sentencia C- 285 de 2016. MP: Luis Guillermo Guerrero Perez. Disponible en: 
http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2016/c-285-16.htm#_ftnref54 
 56 
 
exclusiva y excluyente, los roles institucionales que se derivan de los fines 
esenciales del Estado.  
 
La segunda exigencia que menciona la Corte es la independencia y la 
autonomía de los órganos a los que la norma superior le asignó las funciones 
esenciales, entendiendo como independencia la no injerencia externa de 
ningún otro órgano y por autonomía la asignación a cada uno de sus órganos 
la capacidad para realizar todas las actividades necesarias para 
autogobernarse.  
 
Sin embargo, tal como lo afirma el magistrado Linares en su salvamento esto 
es una lectura artificiosa de la independencia judicial, puesto que no se tiene 
en cuenta que este principio tiene diferentes grados de autonomía e 
independencia, es así como en la sentencia C-288 de 2012 la Corte manifestó 
que la independencia judicial en el ejercicio de su función jurisdiccional se 
predica respecto al momento en que los jueces van a tomar decisiones sobre 
los casos que tienen bajo su conocimiento se encuentren libre de interferencia 
alguno y con una independencia absoluta. Sin embargo, este grado de 
independencia judicial no se predica de igual manera en las demás actividades 
del poder judicial, como sucedería en el caso del gobierno y la administración 
de la Rama Judicial. 
 
En ese orden de ideas, la afirmación esgrimida por parte de la Corte 
Constitución a propósito del principio de independencia judicial, según la cual 
dicho principio exige que el gobierno judicial se realice de forma exclusiva y 
excluyente por un órgano endógeno integrado por sus propios funcionarios de 
la Rama judicial, desconocería que el principio de separación de poderes 
contempla el ejercicio de las funciones públicas de una forma armónica con 
todas las ramas del poder púbico y los órganos que la conforman, tanto así 
que el ejercicio de la jurisdicción no la ejerce únicamente la rama judicial sino 
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que ocasionalmente es ejercida por la Rama ejecutiva, como es el caso de las 
Superintendencias55.  
 
Finalmente, es importante mencionar que, en línea con lo anterior, Rodrigo 
Uprimmy durante su intervención en la audiencia pública celebrada para el 
fallo de la mencionada sentencia, manifestó que si bien el principio y pilar 
fundamental que se encontraba en debate u estudio era la independencia 
judicial, no había que olvidar que esta estaba conformada por tres 
dimensiones, donde la primera dimensión se refiere a la imparcialidad del juez 
respecto de las partes, elemento que se encontraba en los artículos 28 y 29 
de la Constitución; la segunda dimensión que componía la independencia 
judicial se trata de la autonomía funcional del juez, presente en los articulo 228 
y 230 de la Constitución, según la cual los jueces no están sujetos a ordenes 
sino que su función de administrar justicia obedecía a la interpretación de la 
Constitución de la manera que ellos creyeran más acertada para la protección 
de derechos y la resolución de conflictos. 
 
Por último, la dimensión que se menciona en dicha intervención es la 
autonomía orgánica de la rama judicial, la cual, al igual que las demás, tiene 
limites y no es absoluta, en este sentido la autonomía busca que los jueces 
puedan ejercer libremente la función jurisdiccional. De tal forma que este no 
es un pilar fundamental, sino que es una simple manifestación o expresión del 
pilar de la independencia judicial, motivo por el cual, al momento de aplicarse 
la metodología del juicio de sustitución lo que se debió analizar es si la 
modificación propuesta sobre el gobierno y la administración judicial resultaba 
incompatible con el principio de independencia judicial. Vistas, así las cosas, 
                                                 
55 MEJÍA RODRIGUEZ , Andrés Fernando. ¿El Consejo Superior de la Judicatura como pilar 
fundamental de la constitución?: A propósito del principio de autogobierno judicial referido en 
la Sentencia C-285 de 2016. Revista CES Derecho, (9), 1, enero – junio 2018, 73-93.  
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es posible concluir que si ese hubiera sido el examen la respuesta a todas 
luces era negativa.  
 
1.2. DEL TRIBUNAL DE AFORADOS 
 
 
El tribunal de aforados era la otra figura importante del Acto Legislativo 02 de 
2015, en este caso, mediante la sentencia C- 373 de 2016, la Corte declara 
incosntitucional esta figura. 
 
1.1.5. Normas demandadas 
 
El accionante demandó parcialmente los artículos 2,9,11 y 26, y totamente los 
artículos 5,7,8,15,16,17,18 y 19 del Acto Legislativo No. 02 de 2015, por medio 
del cual se adopta una reforma de equilibrio de poderes y reajuste institucional 
y se dictan otras disposiciones. 
 
1.1.6. Fundamentos de la demanda 
 
Los argumentos presentados respecto del cargo por vulneración de los 
principios de consecutividad e identidad flexible en el trámite de los artículos 
2 (parcial), 5, 7, 8 y 9 (parcial) son los siguientes: 
- El accionante afirma que los artículos demandados presentan un caso de 
sustitución de la Constitución debido a que, por la creación de la Comisión 
de Aforados y la eliminación del antejuicio político para el juzgamiento de 
algunos funcionarios del Estado, según el actor, habrían sido sustituidos dos 
pilares fundamentales de la Constitución, a saber: el principio de Estado de 
Derecho y el sistema de frenos y contrapesos. 
 
- En este sentido, el accionante señala que, de acuerdo con lo establecido en 
el Acto Legislativo 02 de 2015, la Comisión de Aforados no se encuentra 
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vinculada a ninguna rama del poder público, motivo por le cual no es una 
autoridad judicial, circunstancia que es especialmente grave en el caso de la 
investigación y acusación de los magistrados de las altas Cortes y del Fiscal 
General de la Nación, puesto que el ejercicio de esta función implica 
eventualmente la afectación a derechos fundamentales. 
 
- En este mismo sentido, continúa el accionante afirmando que los 
magistrados de las Altas Cortes, así como el Fiscal General de la Nación se 
encuentran adscritos a la Rama Judicial, los cuales, según el diseño de 
controles constitucionalmente instituido, solo pueden ser controlados por otra 
rama del poder público, y en especial por el Congreso, órgano con la mayor 
representación democrática por ser elegido directamente por el pueblo. 
 
- De igual manera, para el demandante no hay razón jurídica para justificar el 
mantenimiento del modelo de acusación  a cargo de la Cámara de 
Representantes y de juzgamiento a cargo del Senado de la República, para 
el Presidente de la República, o para quien haga sus veces, cuando tal 
circunstancia en su opinión genera un desequilibrio desfavorable para la 
Rama Judicial, el cual resulta mayor cuando este modelo en el Acto 
Legislativo se aplica para los miembros de la Comisión de Aforados, quienes 
no hacen parte de ninguna Rama del poder y se excluye de este modelo, sin 
motivo alguno a los magistrados de las Altas Cortes y al Fiscal General de la 
Nación, funcionarios que sí hacen parte de la Rama Judicial. 
 
- Respecto a la legitimidad de las actuaciones que llegue a realizar la Comisión 
de Aforados, el accionante afirma que carecen de legitimidad democrática 
por cuanto el único órgano que la ostenta es el Congreso, el cual, al acusar 
e investigar a los miembros de la Comisión de Aforados, se convierte en juez 
y parte, debido a que la elección de los miembros de la Comisión está a cargo 
del Congreso. 
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- En línea con lo anterior, el accionante argumenta que la imparcialidad 
requerida por parte del Congreso desaparece al ser esta Corporación la que 
se encarga de elegir a los miembros de la Comisión de Aforados y, 
posteriormente, los puede investigar acusa y juzga. Como consecuencia de 
esto se concentra el poder en beneficio de una de las ramas de poder público 
y en detrimento de alguna otra. Es así como la falta de legitimidad 
democrática produce un desbarajuste institucional puesto que no solo le 
otorga un modelo de juzgamiento especial al Presidente de la república o 
quien haga sus veces, sino que adicionalmente concentra excesivamente el 
poder en el Congreso. 
 
- Por último, afirma que, las actuaciones desarrolladas por la Comisión de 
Aforados no están sujetas a ningún control, legal o constitucional, distinto al 
que realiza el Congreso, quien es su nominador, circunstancia que le permite 
inferir gravemente en el poder judicial. 
 
1.1.7. Fundamentos de la Corte  
 
El análisis realizado por la Corte respecto a los cargos formulados en contra 
de los artículos 2 (parcial) 5, 7, 8 (parcial) y 9 (parcial) del Acto legislativo 02 
de 2015 parte de establecer que los ejes definitorios de la Constitución para la 
aplicación de la metodología del juicio de sustitución son: los principios de 
separación de poderes e independencia y autonomía judicial, los cuales según 
se encuentran interconectados56.  
                                                 
56 “La independencia judicial es manifestación del principio de separación de poderes, pero 
también un presupuesto de la función jurisdiccional y del derecho al debido proceso, y en virtud 
de esta última particularidad, la independencia adquiere unas connotaciones específicas, no 
necesariamente replicables en las demás funciones estatales.” Tomado de: CORTE 
CONSTITUCIONAL, Sentencia C-285 de 2016. MP. 
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Respecto de la separación de poderes, para la corte es claro que se trata de 
un principio transversal, que ha sufrido variaciones en su definición, sin que 
existan cambios en su esencia, es decir, el propósito de limitar el poder público 
a través de la distribución de competencias y el control recíproco de cada rama 
del poder público en el ejercicio de sus funciones.  
 
En la mayoría de las definiciones que la doctrina ha esgrimido al respecto del 
principio de la separación de poderes, hay un énfasis particular en definir este 
principio como la asignación de funciones básicas a cada una de las ramas, 
caracterizándolas con fundamento en las tareas que respectivamente cumplen 
según lo establecido en la Constitución, con el fin de impedir la concentración 
de todas las funciones estatales. Razón por la cual el Estado de Derecho no 
es otra cosa que una asignación de competencias para lograr el cumplimiento 
de las diferentes funciones estatales57. 
 
Las ramas del poder público se encuentran conformadas por órganos58, los 
cuales son los encargados de concretar esas funciones estatales, de modo 
que la separación de poderes tiene una extensión orgánica. Estos órganos se 
denominan órganos constitucionales, cuya consagración normativa se 
encuentra prevista por el articulo 113 constitucional. Sin embargo, la Corte 
Constitucional ha considerado que existen otros órganos autónomos e 
                                                 
57 CORTE CONSTITUCIONAL, Setencia C-373 de 2016. M.P.: Alejandro Linares Cantillo y 
Gabriel Eduardo Mendoza Martelo.  
58 CORTE CONSTITUCIONAL, Setencia C 373 de 2016. M.P.: Alejandro Linares Cantillo y 
Gabriel Eduardo Mendoza Martelo.“La presencia de diversos órganos como integrantes de la 
estructura del Estado ha llevado a la Corte Constitucional a sostener que existe un pluralismo 
institucional que se refleja en el ámbito estatal mediante “la atribución del ejercicio de los 
poderes públicos a diversas organizaciones estatales que guardan entre sí la debida 
correspondencia y armonía”, predicado que aparece directamente conectado con el principio 
de separación de poderes, “en cuanto implica una distribución de competencias entre distintos 
centros de decisión”, de tal manera que “una diversidad de poderes y de órganos, con distinta 
integración y régimen jurídico, son los encargados de desarrollar las distintas funciones”. 
CORTE CONSTITUCIONAL, Setencia C 373 de 2016. M.P.: Alejandro Linares Cantillo y 
Gabriel Eduardo Mendoza Martelo. 
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independientes que sirven al cumplimiento de las demás funciones como es el 
caso del Ministerio Público y la Contraloría General de la República.  
 
Pues bien, de igual forma el Tribunal Constitucional –en la decisión objeto de 
estudio– considera que son órganos constitucionales: el Congreso de la 
República, el Presidente de la República, la Corte Constitucional, la Corte 
Suprema de Justicia, el Consejo de Estado, el Consejo Superior de la 
Judicatura y la Fiscalía General de la Nación, puesto que la misma 
Constitución, establece su status juricio, al definir su conformación, sus 
miembros, las competencias de los mismos, así como el lugar especial que 
ocupan estos órganos en la estructura estatal. 
 
Una de las características que poseen estos órganos constitucionales es la 
paridad. Lo anterior implica que entre ellos existe una identidad jurídica 
legítima y autónoma del origen de cada órgano y la proyección que estos 
tengan en el ámbito politico. De igual forma, entre los órganos constitucionales 
existe una relación de igualdad entre ellos, que proviene del derecho positivo 
y que excluye la jerarquización entre estos órganos.  
 
Pues bien, al realizar el estudio del caso concreto, la Corte establece que la 
investigación y acusación de los magistrados de las Altas Cortes y el Fiscal 
General de la Nación corresponde a un control inter-orgánico inscrito dentro 
de las formas de colaboración armónica entre las ramas del poder público. 
 
El esquema de acusación y juzgamiento consagrado en la Constitución de 
1991, previo al Acto Legislativo 02 de 2015, estaba diseñado de la siguiente 
manera: cuando la conducta del funcionario en cuestión recaía sobre delitos 
penales cometidos en ejercicio de la función o de la indignidad por mala 
conducta, el competente para adelantar la investigación y acusación era la 
Cámara de Representantes y el juzgamiento lo realizaba el Senado de la 
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República, el cual solo podía aplicar sanciones como la suspension o 
destitución del cargo, y, en caso de que el comportamiento configurara otro 
tipo de pena, la entidad con la competencia para decretar la imposición de esa 
pena era la Corte Suprema de Justicia. Razón por la cual, en este último caso, 
el procedimiento judicial previo a la imposición de la pena era de intrucción y 
conocimiento de la Corte Suprema de Justicia.  
 
Por el contrario, si se trataba de delitos comunes, la función de acusación 
estaba en cabeza de la Cámara de Representantes, y el Senado de la 
República debia analizar y decidir si había o no lugar al seguimiento de la 
causa.  En caso de encontrar mérito para continuar con el trámite, el 
juzgamiento estaba a cargo de la Corte Suprema de Justicia. Por último, este 
esquema se complementaba con la responsabilidad fiscal que se podía atribuir 
a los funcionarios, bajo el respeto del debido proceso, que se encontraba 
establecida en los articulos 174, 175 y 178 de la Constitución. 
 
De esta manera el constituyente originario estableció un régimen 
constitucional con límites impuestos mediante las reglas sustantivas y 
procedimentales para la remoción anticipada de estos altos funcionarios, asi 
como la suspensión de los mismos y la imposición de sanciones durante el 
período para el cual fueron nombrados. 
 
Es así como, este sistema establecido buscaba asegurar que la investigación, 
acusación y juzgamiento de los funcionarios judiciales: en primer lugar, no 
afectara negativamente el ejercicio imparcial de sus funciones; en segundo 
lugar, tuviera en cuenta el lugar que ocupaba el funcionario en el vértice de 
una de las ramas del poder público y por último permitiera considerar que los 
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efectos que produciría la decisión tomada respecto a la estabilidad del sistema 
constitucional59. 
 
Después de las precisiones anteriormente mencionadas el Tribunal 
Constitucional, con el propósito de aplicar la metodología del juicio de 
sustitución, delimitó los pilares fundamentales de la premisa mayor 
recordando, en primer lugar, el nexo inescindible existente entre la autonomía 
e independencia del poder judicial y el principio de separación de poderes 
puesto que los primeros no son más que expresiones de este úlitimo. 
 
En segundo lugar, que aun cuando exista una colaboración armónica entre las 
ramas del poder público, es claro que cada una de ellas goza de su propia 
independencia. Dicha independencia preserva el ámbito funcional de cada una 
de las ramas del poder público contra las indebidas injerencias que pueden 
provenir de otros poderes u órganos, y debe respetarse incluso cuando existan 
escenarios de recíproca colaboración, como ya lo acotamos con anterioridad. 
 
Esta independencia que se predica de las ramas del poder público se transmite 
de igual manera a los órganos constitucionales que las confroman y, a su vez, 
a los funcionarios que desarrollan las funciones que les son propias a cada 
una de las ramas del poder público.  
 
                                                 
59CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-373 de 2016.MP. Alejandro Linares 
Cantillo.Gabriel Eduardo Mendoza Martelo “Los primeros se refieren a la prohibición de la 
remoción y de la suspensión por causas diferentes a las establecidas en la Constitución y los 
segundos aluden a la vigencia de un procedimiento especial. La imposición de 
sanciones únicamente por causas constitucionales que revisten de una especial gravedad 
desde el punto de vista de las funciones desempeñadas es, en el régimen elaborado en 1991, 
una exigencia explícita de los referidos artículos 175 y 178 de la Carta, así como del artículo 
233 superior que, tratándose de los Magistrados de la Corte Constitucional, de la Corte 
Suprema de Justicia y del Consejo de Estado, determina que “permanecerán en el ejercicio 
de sus cargos mientras observen buena conducta, tengan rendimiento satisfactorio y no hayan 
llegado a la edad de retiro forzoso”. 
 65 
 
Ahora, a la autonomía judicial se ha incorporado el concepto de 
autogobierno60, pues comoquiera que la Rama Judicial cuenta con un elevado 
número de funcionarios que ejercen la función jurisdiccional, surge la 
necesidad de definir el ámbito del autogobierno, así como la de encontrar un 
diseño institucional que se adecúe al mismo.   
 
Una vez establecida la premisa mayor, es necesario identificar las 
modificaciones que se realizaron por medio del Acto Legislativo 02 del 2015, 
es decir, la premisa menor. Para la Corte, la premisa menor del juicio de 
sustitución –en el presente caso– está compuesta por el nuevo régimen de 
investigación, acusación y juzgamiento aprobado en la reforma constitucional. 
Ese nuevo régimen, en la opinión de la Corte, suprime las valoraciones 
asociadas a la estabildad de las instituciones y la protección del régimen 
constitucional, motivo por el cual, la comisión de delitos comunes y de delitos 
cometidos en ejercicio de las funciones –por parte del aforado– tendrán que 
ser estudiados a la luz del régimen sancionatorio correspondiente y no razones 
que estén vinculadas al bien común, motivo por el cual el parámetro de 
valoración de la conducta cambia. 
 
Agrega la Corte que, como consecuencia del cambio en el parámetro de 
valoración, con la modificación constitucional la competencia para la remoción 
                                                 
60 CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-373 de 2016.MP. Alejandro Linares 
Cantillo.Gabriel Eduardo Mendoza Martelo “El principio de autonomía judicial “es también un 
componente esencial del texto constitucional, no susceptible de ser eliminado o suprimido por 
el Congreso” y el autogobierno judicial, encuadrado dentro de la autonomía, es, así mismo, 
presupuesto de la separación de poderes y de la independencia de los jueces y, dotado de 
ese status, “constituye un límite al poder de reforma constitucional”, siendo de destacar, en 
este contexto, que “para el caso particular del poder judicial, los instrumentos de colaboración 
armónica y de control recíproco operan sin perjuicio del ámbito, constitucionalmente protegido, 
de plena autonomía para la adopción de decisiones judiciales”, lo que, con otras palabras, 
implica que “el ejercicio de la competencia jurisdiccional, así comprendida, acepta la inclusión 
de mecanismos de colaboración armónica y de controles recíprocos, a condición que no 
incidan o interfieran en el ámbito de la adopción de decisiones judiciales” . 
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y sanción de los integrantes de las máximas corporaciones judiciales se 
desplazó de un órgano con legitimidad decocrática hacia un organismo nuevo 
carete de legitimidad democrática directa. 
 
Finalmente, la Corte agrega un motivo de reparo adicional según el cual la 
reforma introducida por el Acto Legislativo 02 de 2015, introduce una variación 
sustancial al esquema de de control inter-órganico, privando a uno de los poderes 
público de una facultad que le correspondía según el propósito esencial de la 
separación de poderes, para asignar esa potestad de investigación y acusación 
a otro órgano de naturaeza y composición diferente. 
 
Al aplicar el último paso de la metodología del juicio de sustitución, es decir, la 
comparación entre la premisa mayor y la premisa menor, la Corte Constitucional 
concluyó, en primer lugar, que una Comisión de Aforados que no hace parte a 
ninguna de las ramas del poder público, y que carece de índole judicial, no puede 
desplazar al Congreso de la República sin que esto signifique una sustitución de 
la Constitución. En el supuesto de entregarse el ejercicio de una competencia 
asignada dentro de una función judicial a un órgano que no pertenece a la Rama 
Judicial se debe cumplir con dos condiciones las cuales en palabras de la Corte 
son “(i) ser del mismo rango de los órganos constitucionales representados por 
los funcionarios sometidos a investigación y eventual acusación y (ii) garantizar 
una actuación coherente con una responsabilidad debida al pueblo y en cuyo 
establecimiento pudieran apreciarse y sopesarse las connotaciones políticas y de 
impacto institucional propias de esa clase de responsabilidad”61.  
 
En este mismo sentido, la Corte concluye que al establecerse el régimen 
especial del control inter-orgánico, el cual se activa cuando se busca 
establecer la responsabilidad de los funcionarios sobre los cuales recae el 
                                                 
61 Ibídem.  
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fuero, el Constituyente orginario pretendió que la determinación de esa 
responsabilidad operara dentro de los límites de las tres ramas del poder 
público y sus órganos constitucionales. Sin embargo, las modificaciones 
introducidas por el Acto Legislativo, la Comisión de aforadas quedó por fuera 
de los límites de las ramas del poder público, por lo que incumple con la 
caractetistica de que los órganos que deben hacer efectiva la responsabilidad 
de aforados pertenecientes a la Rama Judicial deban ser órganos 
constitucionales de las otras ramas del poder público.Con lo cual se 
materializa el principio de la separación de poderes, y el contro interorgánico 
entre las instituciones del poder público.  
 
Por otra parte, la Corte afirma que la creación de la Comisión de Aforados y el 
nuevo funcionamiento en el esquema de investigación, acusación e 
investigación de los magistrados de las Altas Cortes y el Fiscal General de la 
Nación quebrantó la paridad de los órganos constitucionales de mayor 
relevancia debido a la división62 de lo que estaba contemplado en forma 
unificada en la Constitución de 1991. 
 
La Corte sostiene que la modificación en la titularidad de la acción por causas 
penales, de indignidad disciplinaria o fiscal constituye una eliminación del 
desafuero político, lo que daba como resultado la desaparición de una garantía 
institucional que el Constituyente originario consideró central y cuyo reemplazó 
vino a ser propiciado por un órgano ad hoc, el cual tiene como destinatarios las 
                                                 
62“CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-373 de 2016.MP. Alejandro Linares 
Cantillo.Gabriel Eduardo Mendoza Martelo. “Del delicado equilibrio que forjó el Constituyente 
solamente sobrevive el fuero del Presidente o de quien haga sus veces y ahora, tras haber 
sido separados los Magistrados de la Corte Constitucional, del Consejo de Estado y del 
Consejo Superior de la Judicatura, así como el Fiscal General de la Nación, el Congreso de la 
República decidió que, en reemplazo de ellos, los Miembros de la Comisión de Aforados, junto 
con el Presidente de la República, pueden ser acusados por la Cámara de Representantes 
ante el Senado, con lo que a la nueva Comisión, ajena a las Ramas del Poder Público, se le 
sitúa en una posición que está lejos de tener, acabándose así de trastocar el régimen 
cuidadosamente decantado a lo largo del proceso histórico del constitucionalismo 
colombiano.” 
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magistrados de las Altas Cortes y el Fiscal General de la Nación y la única función 
de investigación y acusación de los mismos para la producción de sanciones en 
asuntos penales, disciplinarios y fiscales. 
 
Finalmente, la Corte concluye que, la creación de la Comisión de Aforados 
sustituyó el principio de independencia judicial, puesto que se desplazó al 
Congreso, órgano de origen popular, de las funciones de acusación e 
investigación, desapareciendo las consideraciones de estabilidad institucional63 
o del bien común como llama el tribunal e instituyó un procedimeinto que pretende 
hacer valer el regimen sancionatorio instituido. 
 
- Comentarios a la Sentencia C-373 de 2016 
 
La mencionada sentencia, no obstante, tiene un punto que pueden ser objeto de 
reparo y sobre el cual procederé a pronunciarme en los siguientes términos: la 
afirmación que esgrime la Corte respecto de la falta de legitimidad de la Comisión 
de Aforados, por no tratarse de un órgano elegido por el pueblo directamente, 
carece de fundamento en cuanto resultaría necesario que todos los funcionarios 
-inclusive los mismos magistrados- fueran elegidos mediante voto directo de los 
ciudadanos. En cualquier caso, podría llegar a considerarse que la legitimación 
democrática que sustentaría la creación de la Comisión de Aforados reside o se 
deriva del órgano que elige a sus miembros, es decir, el Congreso de la 
República, corporación política integrada por representantes del pueblo, por lo 
                                                 
63 CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-373 de 2016.MP. Alejandro Linares 
Cantillo.Gabriel Eduardo Mendoza Martelo.“La Constitución de 1991, en su versión original 
estableció un régimen constitucional para limitar, mediante reglas sustantivas y 
procedimentales, la remoción anticipada, la suspensión y la imposición de sanciones, a fin de 
asegurar, como se indicó, que la investigación, acusación y juzgamiento de los más altos 
funcionarios judiciales, no afectara negativamente el ejercicio imparcial de sus competencias, 
tomara en cuenta su posición en la cúpula de la Rama encargada de la administración de 
justicia y permitiera considerar los efectos de la remoción o suspensión desde la perspectiva 
de la estabilidad institucional” 
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cual los magistrados de la Comisión de Aforados, podría pensarse, 
representarían de manera indirecta al pueblo soberano.  
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III. CONCLUSIONES 
 
 
A continuación, de forma sucinta, se expondrán las principales conclusiones 
que emanan de la investigación realizada:  
 
La Corte Constitucional en el año 2003, mediante la sentencia C-551, introdujo 
la teoría del control constitucional por vicios de competencia como una 
modalidad de los vicios de procedimiento de los Actos Legislativos y con ella 
el juicio de sustitución. Este último juicio ha sido objeto de diferentes criticas 
entre las cuales se encuentran: en primer lugar, esta teoría no cuenta con un 
fundamento jurídico que se encuentre claramente delimitado en nuestra 
Constitución; en segundo lugar, vulnera la atribución expresa que le ha 
otorgado la Constituyente de 1991 al Congreso para reformar la Constitución; 
en tercer lugar, esta teoría desconoce el procedimiento especial del que gozan 
los Actos Legislativos, el cual tiene por objeto asegurar procesos de 
deliberación y consenso; y por último, le otorga un poder desmedido a la Corte 
Constitucional puesto que termina convirtiéndola en una instancia adicional a 
la cual debe ser sometido el procedimiento de reforma. 
 
Estas críticas no han sido impedimento para que la Corte Constitucional le dé 
una aplicación al juicio de sustitución en varias de sus decisiones, en las cuales 
se ha podido apreciar que la aplicación de la metodología del juicio de 
sustitución no atiende a una metodología previsible o totalmente clara, o a 
parámetros objetivos que permitan establecer una aplicación uniforme o cuyo 
resultado pueda anticiparse sin mayor vacilación. Ello ha permitido que la 
Corte actúe, no como un guardián, sino como un verdadero constituyente, 
puesto que tan amplia competencia termina permitiendo que la Corte 
finalmente realice un control material o de fondo, aún cuando este control no 
le esté permitido. 
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Aun más, el juicio de sustitución –a la manera de un concepto jurídico 
indeterminado– le permite a la Corte Constitucional llenar de contenido al juicio 
de sustitución con fundamento en razones de tinte político más que 
argumentos primordialmente jurídicos; de tal manera que, desde ese punto de 
vista, la ausencia de contenido claro y aplicación uniforme en el juicio de 
sustitución erige un riesgo significativo de arbitrariedad judicial. 
 
La tesis de la sustitución ha sido utilizada varias veces por la Corte 
Constitucional, principalmente, para declarar la inconstitucionalidad de 
contenidos normativos aprobados por el constituyente derivado cuyo 
contenido modifica una o varias disposiciones constitucionales. Lo anterior 
termina limitando la competencia de reforma que ha sido atribuida 
expresamente al Congreso de la República, mientras que amplía las 
facultades de la Corte Constitucional.  
 
Los pronunciamientos de la Corte Constitucional, que fueron objeto de análisis 
en el Acto Legislativo 02 de 2015, es decir: las Sentencias C-285 de 2016 y C-
373 de 2016, mediante las cuales la Corte emprendió la tarea de control de 
constitucionalidad a un Acto Legislativo, constituyen ejemplos más que reflejan 
la manera cómo la Corte ha llevado el control de actos reformatorios de la 
constitución más allá de los límites naturales de su competencia, por utilizar 
una teoría que se encuentra inacabada, y llena de espacios de 
indeterminación. En el caso de la decisión C-285, el hilo argumentativo de la 
Corte no cumple con los requisitos que ella misma ha establecido para la 
delimitación de la premisa mayor. Ahora bien, en la providencia C-373, la Corte 
interpretó y delimitó el contenido de las premisas del juicio de sustitución, al 
parecer, acomodándolo a conveniencia de la decisión final.  
 
El Acto Legislativo 02 de 2015, finalmente, no logró requilibrar la balanza de 
los poderes públicos del Estado –constituidos en cabeza de una triada de 
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Ramas–; quizás la ambición de querer hacer una reforma tan grande mediante 
un único acto reformatorio fue la causa del fracaso de la misma. Más allá de 
la prohibición inmediata de la reeleción presidencial, el Acto Legislativo parece 
no haber tenido más aciertos, pues el texto definitivo de la reforma dejó vivas 
figuras cuyo funcionamiento eran objeto de profunda preocupación y crítica, 
como es el caso del Consejo Superior de la Judicatura o el sistema de 
investigación, acusación y juzgamiento de los Altos funcionarios.  
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